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IV. POLÍTICAS COMERCIALES, POR SECTORES

1) Visión General

1. La contribución de la agricultura (incluyendo la ganadería y la silvicultura) al PIB fue del 11,3 por ciento en 2004.  La agricultura sigue siendo un sector fundamental para la economía;  las actividades más importantes son la ganadería, la producción de cereales, la producción láctea, y la producción de lana.  La actividad agropecuaria ha venido recuperándose desde 2002, después de haber enfrentado dificultades climáticas, sanitarias y de mercado.  
2. La protección arancelaria para productos agrícolas es levemente superior a la de los productos no agropecuarios;  la elaboración de alimentos, bebidas y tabaco goza de una protección arancelaria mayor.  Se han usado precios mínimos y antidumping para proteger la producción de azúcar y aceites.  Además, el sector en general se beneficia de ciertos subsidios y de exenciones fiscales o de tasas más bajas.  Se ha otorgado también apoyo específico al cultivo de árboles frutales y viñas, la leche pasteurizada, y a la reconversión de la producción de azúcar.  Se grava la exportación de varios productos agrícolas, tales como los cueros, lanas y carnes.
3. Excluyendo la agroindustria, el sector manufacturero uruguayo es pequeño.  Desde el anterior examen, el PIB real del sector ha seguido las fluctuaciones generales de la economía doméstica (véase el capítulo I).  El Uruguay cuenta con varios esquemas que proporcionan incentivos fiscales a las actividades manufactureras, incluyendo un régimen especial para la industria automotriz que condiciona los beneficios a un contenido nacional mínimo del 20 por ciento.  El Uruguay notificó dicho régimen como una medida que contiene subvenciones.  Por su parte, la industria de textiles y prendas se benefició del uso de precios mínimos aplicados a la importación de los textiles y las prendas de vestir, que fueron eliminados el 1° de enero de 2001. 
4. El Uruguay no produce hidrocarburos.  La Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y Pórtland (ANCAP), es la empresa estatal que tiene el monopolio sobre la importación y refinación del petróleo crudo y sus derivados (excepto lubricantes y asfalto) y la exportación de combustibles.  La abolición del monopolio de ANCAP fue rechazada por referéndum en 2003.  En marzo de 2005, el Uruguay y Venezuela firmaron un acuerdo que posibilita la importación del petróleo contra pago en productos uruguayos.
5. El sector eléctrico se ha liberalizado en el Uruguay desde 1997 en lo relativo a la generación, importación, exportación y comercialización, mientras que la transmisión y distribución se consideran servicio público.  En la práctica, la empresa pública Administración Nacional de Usinas y Transmisiones Eléctricas (UTE) continúa siendo responsable de una parte sustancial de la generación y controla la transmisión y distribución de la electricidad.  No hay inversión extranjera en el sector aunque la ley no la excluye.  

6. El sector de los servicios es de gran importancia para la economía uruguaya, habiendo representado aproximadamente un 62 por ciento del PIB en 2004.  Los servicios inmobiliarios y servicios prestados a empresas son el subsector más importante, seguido de las comunicaciones y transportes, y de los servicios financieros.  Aunque la participación privada en el sector de los servicios ha aumentado desde el último examen del Uruguay, las empresas estatales siguen teniendo una participación importante en ciertas áreas, como las telecomunicaciones y la banca.
7. Varios cambios han afectado al mercado de las telecomunicaciones en el Uruguay.  Desde 2001, las facultades normativas en el sector de las telecomunicaciones se encuentra bajo la supervisión de un ente independiente.  Aunque el Estado sigue ejerciendo un monopolio de jure en el caso de la telefonía fija urbana y de larga distancia nacional, se ha introducido en telefonía móvil una situación de competencia con múltiples operadores.  Las empresas extranjeras pueden realizar actividades en cualquiera de los sectores que no están sujetos al monopolio del Estado.  En 2002, los servicios de telefonía de larga distancia internacional se abrieron a la competencia, pero posteriormente se eliminó la posibilidad de conceder nuevas licencias para esta actividad.  El aumento de la competencia en años recientes ha llevado a reducciones en las tarifas por servicios internacionales y móviles, pero en el segmento monopólico del mercado las tarifas se han mantenido estables o aumentado.  
8. En el sector de transportes, los servicios aéreos internos (de cabotaje) están reservados para empresas nacionales, las cuales sólo pueden operar naves de matrícula uruguaya.  A principios de 2006, se estaban considerando cambios a ésta y a otras cláusulas del Código Aeronáutico.  La propiedad de los aeropuertos está en manos del Estado pero la ley permite que su administración se entregue en concesión.  La mayor parte del transporte marítimo internacional de mercancías se realiza a través de buques de bandera extranjera.  Por otro lado, la ley dispone que la navegación y comercio de cabotaje queden reservados a los buques de bandera uruguaya.  Pueden aplicarse preferencias basadas en el principio de reciprocidad pero en la práctica el Uruguay aplica preferencias de carga sólo con el Brasil y preferencias en el trasporte de pasajeros con la Argentina.  Los servicios portuarios son proporcionados por operadores privados bajo concesiones otorgadas por el Estado, que es el propietario de los puertos.  
9. El sector financiero uruguayo experimentó una seria crisis a inicios de 2002, que implicó la caída del 45 por ciento de los depósitos del sistema bancario entre febrero y septiembre de ese año.  Para hacer frente a la crisis se reprogramaron los depósitos en los bancos públicos, se respaldaron los depósitos en bancos intervenidos y se creó un fondo de garantía de depósitos.  Aunque el sistema bancario se ha recuperado parcialmente de la crisis los depósitos y créditos y el número de bancos se han reducido;  dos bancos públicos controlaban más de la mitad de los activos en 2005.  Los bancos que deseen instalarse en el Uruguay deben organizarse como sociedades anónimas uruguayas o como sucursales de bancos extranjeros;  el número de autorizaciones para el funcionamiento de nuevos bancos no puede superar anualmente el 10 por ciento de los existentes el año anterior.  Aunque las tasas de interés han caído, los gastos de funcionamiento y el margen entre los tipos de interés de los depósitos y los de los préstamos siguen siendo altos.
10. El mercado de seguros está conformado principalmente por subsidiarias de empresas extranjeras.  Las empresas aseguradoras deben establecerse en el Uruguay como sociedades anónimas.  No existen límites a la participación extranjera en compañías nuevas o existentes.  La contratación de seguros que contemplen riesgos que puedan acaecer en el territorio uruguayo sólo podrá ser efectuada a través de empresas instaladas en el Uruguay.  Para la contratación de reaseguros pasivos, el régimen es libre, no requiriéndose la instalación en el país.  

11. El turismo continúa siendo una de las fuentes de divisas más importantes para el Uruguay, aunque ha sufrido el impacto de los problemas económicos en los países vecinos.  El sector recibe beneficios tributarios específicos.  En relación al ejercicio de los servicios profesionales, el Uruguay no posee un estatuto legal que los reglamente en términos generales.  Para ejercer una profesión en el Uruguay los títulos profesionales obtenidos en el extranjero deben ser revalidados.  

12. La Lista AGCS del Uruguay incluye compromisos específicos relativos en un número limitado de sectores:  servicios prestados a las empresas, de correo, financieros, de turismo y servicios relacionados con los viajes, de esparcimiento, culturales y deportivos, y de transporte.  El Uruguay participó en las Negociaciones Ampliadas sobre Servicios Financieros.  El Uruguay no ha asumido compromiso alguno bajo el AGCS en el sector de las telecomunicaciones.
2) Agricultura y Elaboración de Alimentos (Incluidas la Silvicultura y la 
Pesca)
i) Agricultura y elaboración de alimentos

a) Características y objetivos

13. La contribución de la agricultura al PIB (incluidas la ganadería y la silvicultura) fue del 11,3 por ciento en 2004 (frente a un 6,8 por ciento en 1998)
;  la agricultura y el sector agroindustrial representaron alrededor del 23 por ciento del PIB
, mientras que la agricultura primaria (incluida la silvicultura) empleó al 4,7 por ciento de la población activa.
  Los principales productos agropecuarios (según el valor de su producción en 2003) son los siguientes:  ganado bovino (28,4 por ciento);  cereales (19,6 por ciento, del que un 12,7 por ciento corresponde sólo al arroz);  leche (9,5 por ciento);  lana (9,3 por ciento);  semillas oleaginosas (6,2 por ciento) y frutas frescas (3,8 por ciento).
  Aunque el sector agropecuario ha tropezado con múltiples problemas derivados de factores como las condiciones climáticas desfavorables, la fiebre aftosa, oscilaciones de precios y dificultades macroeconómicas
, el sector ha experimentado una recuperación desde 2002, entre otros factores, gracias a precios favorables, la devaluación del peso uruguayo y la reducción de las cargas fiscales sobre el sector.
  
14. El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca (MGAP) tiene a su cargo la formulación y aplicación de la política en el sector agropecuario en coordinación con el Ministerio de Economía y Finanzas (MEF).  También está encargado de los procedimientos de autorización previa para la importación de animales vivos y productos de origen animal o vegetal. 

15. Según las autoridades, durante el período 1999-04 la principal estrategia de la política económica fue una estrategia global de apertura externa basándose en el mercado como principal mecanismo para la asignación de los recursos.  En el contexto del objetivo gubernamental de reducir su intervención en la economía, la política del MGAP apuntó a la supervisión y la fiscalización, la desregulación y el reforzamiento de ciertos servicios como los de inspección y control veterinario, de investigación y el Programa de Reconversión y Desarrollo de la Granja.
  En la práctica sólo han sido objeto de trato especial ciertos subsectores como la fruticultura, la horticultura, la vitivinicultura, el azúcar y la lechería (véase infra).  
16. En 2005, el actual Gobierno definió nuevos lineamientos estratégicos para el desarrollo agroindustrial.  Entre otros, estos lineamientos prevén para el Gobierno un papel activo para que operen los mecanismos de mercado;  una acción permanente orientada a mantener actualizadas las normas y los sistemas de prevención y control en sanidad animal y vegetal, certificación de calidad, y trazabilidad de procesos y productos;  implementación de herramientas de cobertura de riesgos como seguro integral, seguros de precios o previsiones de situaciones de emergencia;  nuevas formas de financiamiento;  políticas para la producción familiar; y políticas de apoyo a la competitividad de las cadenas productivas agroindustriales.

17. En el plano internacional, el Uruguay está buscando un mejor acceso a sus mercados de exportación y el desmantelamiento de mecanismos de protección a fin de aumentar sus corrientes de intercambios (véase el capítulo II 4) i)).  Otras preocupaciones incluyen la diversificación de mercados y productos;  limitación al mínimo posible y clarificación de los criterios para seleccionar los productos sensibles;  clarificación de los criterios para seleccionar los productos especiales;  y un Trato Especial y Diferenciado efectivo y operacional.
  

b)
Instrumentos de política

Medidas en frontera

18. La protección arancelaria de los productos agropecuarios (incluyendo la ganadería) se sitúa en el 6.6 por ciento (capítulo 111 de la CIIU).  Sin embargo, según estimaciones de la OMC, la elaboración de alimentos, bebidas y tabaco (capítulo 31 de la CIIU) goza de una protección arancelaria relativamente mayor (11,3 por ciento) (véase también el cuadro AIV.1).  No se emplean contingentes arancelarios;  pero existen contingentes de arancel preferencial para ciertos productos agropecuarios en virtud de acuerdos sobre preferencias (véase el capítulo III 2) iv) e)).

19. Rigen procedimientos aduaneros y/o requisitos de documentación especiales para ciertos productos alimenticios (cuadro III.2) y se requieren licencias para la importación de aceites;  además, para ciertos productos se requiere autorización previa por razones sanitarias o fitosanitarias (véase el capítulo III 2) ix)).  En 1999 se aplicaban precios mínimos a las importaciones (llamados "precios mínimos de exportación") en el sector del azúcar que fueron eliminados en 2001 (véase infra y el capítulo III 2) ii)).
  Las importaciones de bienes de capital destinados al uso exclusivo del sector agropecuario están exentas de algunas cargas, como la comisión del BROU y la tasa consular (véase el capítulo III 2) v) a)).

20. Durante el período en examen el Uruguay impuso su primera medida antidumping contra productos agroindustriales (véase el capítulo III 2) vii) a)).  El Uruguay notificó a la OMC que durante el período 1998-03 no recurrió a las disposiciones de salvaguardia especial reservadas en su lista para los demás trigos duros (SA 1001.10.00.90) y los demás trigos (SA 1001.90.10.90).
 

21. Las exportaciones de cueros crudos, salados, pickelados y wet-blue están sujetas a un impuesto del 5 por ciento.  Este impuesto tiene por objeto favorecer el abastecimiento de la industria nacional del cuero, promoviendo actividades con mayor valor añadido.    

22. Por otro lado, las exportaciones de ciertos productos agropecuarios están sujetas a impuestos o gravámenes que se perciben para financiar organismos como el Secretariado Uruguayo de la Lana (SUL) cuya prestación pecuniaria móvil varía entre el 0,30 por ciento y el 3 por ciento del valor f.o.b. de las exportaciones de lanas y de su contenido en términos de lanas sucias, en los distintos estados y transformaciones
 y el Instituto Nacional de Carnes (INAC) cuya tasa es el 0,6 por ciento del precio f.o.b. neto de las exportaciones de carne de las especies bovina, ovina, porcina, de aves y equina, sus menudencias, subproductos y productos elaborados en base a carnes y subproductos.
  Para financiar el Instituto Nacional de Investigación Agropecuaria se aplica un impuesto, de hasta un 4 por mil, a las exportaciones de legumbres y hortalizas no elaboradas, fruta, flores y semillas.
23. Las exportaciones de carnes de las especies bovina, ovina, suina, equina, de aves y de animales de caza menor, en todas sus formas, excepto conservadas, están sujetas al Impuesto para el Fondo de Inspección Sanitaria (FIS), que se percibe con una tasa del 1 por ciento sobre el valor f.o.b. de las exportaciones.
  El FIS también grava ciertas ventas en el mercado interno, como las carnes de origen vacuno y ovino para el consumo de los hogares o uso industrial.

Medidas internas

24. Los productos agropecuarios (de producción nacional o exportados por sus productores, así como los importados que están sujetos al pago del Impuesto a la Renta de la Industria y Comercio (IRIC)) están gravados por el Impuesto a la Enajenación de Bienes Agropecuarios (IMEBA), que oscila entre el 1,5 y el 2,5 por ciento.
  El pago del IMEBA puede ser considerado impuesto definitivo o como adelanto al Impuesto a las Rentas Agropecuarias (IRA) que se aplica con una tasa del 30 por ciento sobre le renta neta fiscal del ejercicio.  Las empresas que obtienen rentas derivadas de actividades agroindustriales cuyo producto es insumo de la actividad industrial, constituyen rentas comprendidas en el IRIC y no están sujetas al pago del IRA.  Cuando dichos insumos son afectados a la actividad industrial, pagan el IMEBA a cuenta del IRIC (véase el capítulo III 2) v) y 3) ii)).
  

25. Según la Oficina de Programación y Política Agropecuaria, desde la crisis económica (véase el capítulo I) el sector agropecuario ha estado sujeto globalmente a menor presión fiscal que otros sectores
, principalmente a causa de las exoneraciones fiscales que ha recibido.  En 2001 las autoridades redujeron la carga fiscal del sector agropecuario eliminando los aportes patronales a la seguridad social y exonerando el patrimonio afectado a las explotaciones agropecuarias del pago del impuesto al patrimonio.
  Sin embargo, ante la mayor rentabilidad de ese sector, las autoridades, mediante el Decreto N° 538/003 de 24 de diciembre de 2003, resolvieron aumentar el IMEBA a partir del 1º de enero de 2004 hasta su nivel legal máximo para todos los productos, con excepción del ganado bovino, que está sujeto a una tasa del 2,15 por ciento (en lugar del máximo legal del 2,5 por ciento) a fin de neutralizar los efectos de la tasa de control que grava la faena de las reses bovinas (ver infra).

26. Los productos agropecuarios están sujetos al pago de diversos impuestos internos.  En el caso del Impuesto al Valor Agregado (IVA), la tasa que se aplica a los productos agropecuarios es inferior a la que grava la mayoría de los bienes y servicios - los productos agropecuarios en estado natural (con excepción de frutas, flores y hortalizas) tienen una tasa en suspenso (es decir, no se incluye en la documentación de ventas hasta tanto se transforme o altere la naturaleza de los mismos)
;  los productos agroindustriales de la canasta básica (tales como carne, harina, arroz, y aceite) pagan la tasa mínima (14 por ciento) y la leche está exenta.  Las frutas, flores y hortalizas pagan la tasa mínima (14 por ciento), cuando la enajenación sea realizada a un consumidor final y la tasa básica (23 por ciento) cuando los productores agropecuarios enajenen dichos bienes a sujetos pasivos del IRIC y cuando los referidos bienes se importen (véase el capítulo III 2) v) b)).  En el caso de la venta directa al consumidor final por el importador, el importador debe tributar el 23 por ciento en la importación, impuesto que deduce, al igual que el intermediario que adquiere bienes a productores locales, del impuesto correspondiente a sus operaciones gravadas a la tasa del 14 por ciento.  Ciertos productos agropecuarios están gravados por un impuesto especial de consumo, el Impuesto Específico Interno (IMESI);  para ciertos productos, la tasa del IMESI depende del contenido nacional o se percibe sobre "valores fictos" (véase el capítulo III 2) v) c)).  

27. La maquinaria agrícola se beneficia del régimen de admisión temporaria establecido por el Decreto N° 232/991, de 2 de mayo de 1991.
  Algunos insumos agrícolas están exentos de aranceles.  El sector agropecuario también puede beneficiarse del régimen de devolución de impuestos indirectos y de tributos a las exportaciones y del régimen de las zonas francas (véase el capítulo III 3) iv)).

28. Se aplica un impuesto del 2 por mil a la lana, los cueros de ovino y de bovino, al ganado ovino y bovino y a los cereales y semillas oleaginosas, destinado a financiar la Comisión Honoraria para la Erradicación de la Vivienda Rural Insalubre.  Para financiar el Instituto Nacional de Investigación Agropecuaria se aplica otro impuesto, de hasta un 4 por mil, a la lana, los cueros de bovino y ovino y el ganado bovino y ovino, los cereales y las semillas oleaginosas, la leche, las aves de corral y los productos de la apicultura (así como a las exportaciones de algunos productos (ver supra).  Por el Decreto N° 364/003 de 29 de agosto de 2003, se estableció una tasa de control que se cobra por la faena de cada res bovina para cubrir los costos de la importación de vacuna antiaftosa;  las autoridades indicaron que la tasa era de 2,50 dólares de los EE.UU. a febrero 2006.  Los ingresos percibidos se transfieren al INAC.  
29. El Uruguay notificó a la OMC el otorgamiento de ayuda interna para servicios de investigación, divulgación y asesoramiento, lucha contra plagas y enfermedades y servicios de inspección, servicios de comercialización y promoción, y el Programa de Reconversión y Desarrollo de la Granja (PREDEG), que se consideran medidas del "compartimento verde".  También existen subvenciones a la inversión para la agricultura, cuyo valor fue en 2003 de 683.486 dólares de los EE.UU. (incluidos los desembolsos del Proyecto Uruguay Rural), suma inferior a la de 11.556.446 de dólares de los EE.UU. registrada en 1998.
  El Uruguay notificó a la OMC que en 1998-03, su medida global de la ayuda total al sector agropecuario fue inferior al nivel de minimis;  durante ese período no hubo tipos de interés subvencionados para la agricultura.
 

30. Se ha otorgado ayuda para productos específicos con arreglo al PREDEG para frutales de hoja caduca y cítricos, y para la viticultura.  En 2003, el costo del programa fue de 912.000 dólares de los EE.UU
;  en 2006 el PREDEG dejo de operar.  El subsector azucarero ha sido objeto de esfuerzos para convertir su producción en el Norte del Uruguay en otros cultivos, como el arroz, frutas, hortalizas y vid.  Mediante la Ley Nº 17.379 de 26 de julio de 2001, se creó un Fondo de Reconversión del Sector Azucarero.  Desde finales de 2005, la asistencia financiera del Fondo de Reconversión es realizada en carácter de préstamo, debiendo los beneficiarios devolver dicho préstamo en la próxima cosecha.

31. Con arreglo al Proyecto Ganadero, se otorgan subvenciones sobre la base de objetivos de eficiencia para la integración vertical y para planes de negocios tendientes a abrir nuevos mercados en el exterior.  Hasta el 2003, en virtud del Programa Recursos Naturales y Desarrollo del Riego (PRENADER) se subvencionó cierto porcentaje del costo de alumbramiento de agua e infraestructura de riego.
  

32. En el Uruguay no actúa ningún organismo estatal de comercialización.  Las medidas de fijación administrativa de los precios se aplican a la leche pasteurizada para consumo directo y la uva para vino.  Como parte del mecanismo de regulación de la producción de lácteos, los precios de la leche para pasteurizar se fijan semestralmente sobre la base del promedio de los tres años anteriores.  También se fijan administrativamente los precios de la leche pasteurizada, así como los márgenes de intermediación del minorista y los precios para el público.  Se estima que esta medida afecta al 20 por ciento, aproximadamente, de la producción total de leche.
  Las autoridades indicaron, que el Uruguay es un productor de leche eficiente y los precios domésticos son inferiores al precio mundial;  en 2005, el precio medio de la leche al productor fue de 17,32 centavos de dólar de los EE.UU. por litro.
33. También se fijan anualmente los precios de la uva para vino de variedades tradicionales que todavía no han sido "convertidas".  Sin embargo, debido a la ayuda interna otorgada para promover la conversión a variedades de exportación, que tiene por efecto disminuir la cantidad de variedades tradicionales que se benefician de la fijación de precios, esta política sólo afecta a un 5 por ciento
 de la producción total de uva.  Además, en marzo de 2005 se fijaron los precios mínimos para las uvas Moscatel de Hamburgo para la cosecha 2005, con destino a la vinificación
, afectando a un 20 por ciento de la producción total.  

34. La política crediticia para el sector agrícola es genérica (no por producto), y según las autoridades las tasas de interés son de mercado.  Durante el año agrícola 2002/03, en el contexto de restricciones del crédito (véase el capítulo I), se facilitó el crédito para cultivos mediante un nuevo mecanismo en que intervenían proveedores de insumos, la ANCAP, productores, exportadores y el BROU.  Sin embargo, las autoridades señalaron que no entrañó ninguna subvención ni transferencia, los diferentes operadores financiaron la venta de sus insumos, entregándolos en especie y cobrándose luego tanto la recuperación del principal como los correspondientes intereses en condiciones de mercado.  Además, para facilitar el abatimiento de pasivos bancarios y crear nuevas formas de financiación, se crearon fondos de fortalecimiento de la actividad lechera y arrocera (FFAL y FFRAA) mediante el canje de deuda por bonos.  Al final de 2002 y a comienzos de 2003, este mecanismo se hizo aplicable a todos los demás productos, aunque el sector agropecuario es el que lo ha utilizado más.

35. Hasta el 2001 existió un programa de promoción de las exportaciones, denominado Programa de Exportaciones no Tradicionales (PENTA) y administrado por el MGAP, destinado específicamente a promover la exportación de productos agropecuarios no tradicionales.
36. El Uruguay se ha reservado el derecho de emplear subvenciones a la exportación para algunos productos agropecuarios (arroz, mantequilla y tortas de semillas oleaginosas (pellets de soja)), y ha asumido compromisos al respecto en niveles decrecientes entre 1995 y 2004, de 1.460.000 a 1.140.000 dólares de los EE.UU. para el arroz, de 210.000 a 160.000 dólares de los EE.UU. para la mantequilla y de 79.000 a 62.000 dólares de los EE.UU. para las tortas de semillas oleaginosas.  El Uruguay notificó a la OMC que en la práctica en los años civiles 1999-04 no se otorgaron subvenciones a la exportación de esos productos.
 

ii) Silvicultura

37. La silvicultura es uno de los sectores de más rápido crecimiento en el Uruguay, y está entrando en la etapa de industrialización.  Hasta ahora las exportaciones se han concentrado en la madera en bruto (sobre todo rolos de eucalipto), papel y productos del papel y, en menor medida, madera aserrada, pero las autoridades esperan que, una vez que las plantaciones de pinos y eucaliptos alcancen la edad de corte, comenzarán a funcionar nuevas industrias de elaboración.
  A este respecto, en 2003 y 2004 nuevas plantas comenzaron la producción de astillas de madera para la industria de la celulosa.  Entre 1989 y 2003 se forestaron unas 600.000 hectáreas
, en un 45 por ciento por empresas extranjeras.
  
38. El sector industrial ha comenzado a desarrollarse acompasando la madurez de las plantaciones.  Se advierten inversiones crecientes en la industria del aserrío y de los tableros de madera.  En el área de la producción de madera sólida, enchapados y aserrados se espera la instalación de entre 5 y 15 plantas procesadoras de madera con una inversión estimada de 800 millones de dólares de los EE.UU. y la generación de ingresos por exportaciones del orden de los 300 millones de dólares de los EE.UU. anual.  
39. Con un impacto potencial enorme, también están en proceso de instalación dos plantas de celulosa con una capacidad de producción de 1,5 millones de toneladas de pasta por año, y se ha anunciado un tercer proyecto que producirá un millón de toneladas de celulosa adicionales.  Estos emprendimientos suponen una inversión del orden de los 2.800 millones de dólares de los EE.UU., lo que constituye uno de los influjos más altos de inversión extranjera directa en la historia del Uruguay.  Una vez estabilizados en su producción, se espera que la generación de ingresos por exportaciones sea superior a los 1.000 millones de dólares de los EE.UU. por año.  
40. La Ley Forestal (Ley N° 15.939 de 28 de diciembre de 1987), estipula que la política forestal es formulada y ejecutada por el MGAP y su organismo ejecutivo, la Dirección General Forestal.  Ésta tiene a su cargo la promoción y desarrollo forestales.  Los principales objetivos son la gestión sostenible de los bosques mediante la protección, el mejoramiento y la creación de recursos forestales, y el desarrollo de industrias forestales.

41. Asimismo, la Ley Forestal, el Decreto Nº 457/989 de 27 de septiembre de 1989 y el Decreto Nº 931/88 de 30 de diciembre de 1988 establecieron concesiones fiscales para la silvicultura durante el período en examen.
  Algunos beneficios fiscales se concedieron por un plazo de 15 años;  entre ellos figuran la exoneración de derechos y gravámenes de importación, y del IVA, para las importaciones de insumos, maquinaria y equipo utilizados por las empresas dedicadas a la forestación, explotación o industrialización de madera de origen nacional.  Esos beneficios expiraron en diciembre de 2002.

42. Otros beneficios que establece la Ley Forestal son la exoneración de todos los gravámenes sobre la propiedad inmueble rural y la contribución inmobiliaria rural, así como la exclusión de los ingresos derivados de la explotación forestal del cálculo del IRA.  El Uruguay notificó en 2003 a la OMC el régimen de incentivos a la forestación como subvenciones.

43. El Decreto Nº 931/88 disponía el reintegro parcial de los gastos de plantación.  La cuantía de esos reintegros, en dólares de los EE.UU. por hectárea, se redujo de 165 durante el período de julio de 2000 a junio de 2001 a 140 en el período de enero a diciembre de 2002.  Mediante la Ley N° 17.905 de 7 de octubre de 2005, el subsidio fue derogado y las partidas consideradas para estos fines fueron eliminadas.  Según la información proporcionada por las autoridades, el valor promedio del subsidio por hectárea pagado durante el año 2005 fue de 125 dólares de los EE.UU.  

44. El sector forestal también se beneficia del Fondo de Créditos para el Sector Forestal, administrado por el BROU, que financia viveros y las diferentes etapas de la producción, y ofrece crédito con tipos preferenciales.  Según las autoridades, el crédito para las plantaciones forestales se concede a una superficie máxima a financiar de hasta 300 hectáreas por año por hasta 10 años con un período de gracia de ocho años para capital.  A febrero de 2006, la tasa se ubicaba en 9,5 por ciento más el IMABA. 
iii) Pesca

45. El sector de la pesca es relativamente reducido:  en 2004 generó un 0,4 por ciento del PIB
 y según los datos proporcionados por las autoridades empleaba al 0,2 por ciento de la población activa.  El Uruguay explota recursos pesqueros del Río de la Plata y el Océano Atlántico, sobre todo en la Zona Común de Pesca con la Argentina.  En 2004, la captura fue de 122.856 toneladas;  la captura sostenible se estima en 150.000 toneladas anuales.
  La pesca industrial se destina casi exclusivamente a la exportación.

46. El MGAP, a través de su organismo ejecutivo, la Dirección Nacional de Recursos Acuáticos (DINARA), tiene a su cargo el desarrollo y la aplicación de la política pesquera.  La DINARA está encargada de promover el aprovechamiento sostenible de los recursos pesqueros a través de la pesca responsable y una transformación en tierra que satisfaga normas sanitarias y de calidad.
  La DINARA también tiene a su cargo la certificación sanitaria y de calidad de los productos de la pesca, así como la asociación, asesoramiento, fomento, desarrollo y control de las actividades pesqueras y las industrias derivadas.
  El objetivo principal es preservar y controlar los recursos pesqueros mediante la imposición de cuotas para cada especie.

47. Según el Decreto N° 149/997 de 7 de mayo de 1997, la pesca está sujeta a permisos, que se otorgan por la DINARA.  Los permisos para la flota industrial tienen una validez de dos años, y los de pesca artesanal o de "pescadores de tierra", de cuatro años.

48. Se otorgan al sector pesquero algunos incentivos fiscales.  La Ley de Pesca (Ley Nº 13.833, de 29 de diciembre de 1969) establece la exención de derechos sobre la maquinaria y equipo destinados al desarrollo del sector.  Las importaciones de bienes de capital para uso exclusivo del sector pesquero están exoneradas de la comisión del BROU y la tasa consular (véase el capítulo III 2) v) a)).  El Poder Ejecutivo tiene facultades para exonerar del IVA a los productos pesqueros si lo entendiera necesario.

3) Hidrocarburos

a) Características y evolución del mercado

49. El Uruguay no tiene producción de gas natural ni de petróleo.  En 2004 correspondió al petróleo un 54 por ciento del consumo total de energía del país, mientras que el gas natural representó un 3 por ciento.
  Durante el período en examen, el abastecimiento de energía en el Uruguay se vio influido por factores como el alto precio mundial del petróleo y la disminución del suministro de energía por la Argentina (véase infra).  Esto último dio lugar a que el Uruguay buscara otras fuentes y firmara contratos sobre suministro energético con Bolivia (referentes al gas natural), el Brasil (sobre electricidad) (véase la sección 5)) y Venezuela (sobre petróleo).

50. La Dirección Nacional de Energía y Tecnología Nuclear del Ministerio de Industria, Energía y Minería (MIEM) está encargada de proponer y coordinar la política nacional en materia energética.  Sus funciones comprenden el suministro de energía en condiciones adecuadas y al menor costo posible, coordinar y orientar las actividades de las instituciones que actúan en el sector energético y participar en la elaboración del marco jurídico del sector y fiscalizar su cumplimiento.

51. Mediante la Ley N° 17.598 de 13 de diciembre de 2002 se creó la Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua (URSEA), que, entre otros, está encargada de la protección del consumidor y la regulación y control de las actividades relacionadas con el petróleo y el gas (para más información véase la sección 5)).  

b)
Productos del petróleo

52. La Ley N° 8.764 de 15 de octubre de 1931, creó la Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y Portland (ANCAP) que tiene el monopolio de la importación y refinación del petróleo crudo y sus derivados (excepto lubricantes y asfalto) y la exportación de combustibles (véase también el capítulo III 4) iv)).  Es una empresa estatal que depende del MIEM y está sujeta al control de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto (OPP).  En 2004 el promedio de las importaciones de crudo fue de unos 44.800 barriles diarios, que en un 90 por ciento se importaron de Rusia, Nigeria y el Irán
;  en 2005, la parte proveniente de Venezuela se ha aumentado considerablemente.
53. La refinación del petróleo importado se realiza en la refinería de La Teja, la única del Uruguay que pertenece a ANCAP.  En 2003 la refinería fue objeto de una reforma que acrecentó su capacidad de 37.000 a 50.000 barriles por día.
  Además, en virtud de acuerdos concertados con Venezuela (véase infra), en diciembre de 2005 se estaba discutiendo la creación de una empresa conjunta por valor de 600 millones de dólares de los EE.UU. entre Petróleos de Venezuela S.A. y ANCAP para ampliar la capacidad de refinado de crudo pesado en 50.000 barriles diarios.  La producción media de la refinería en 2004 fue de 2,5 millones de m3 (unos 15,7 millones de barriles). 
54. La Ley Nº 17.448 de 4 de enero de 2002 introdujo una derogatoria al monopolio establecido a favor del Estado y administrado por ANCAP con respecto a la importación, exportación y refinación de petróleo crudo y el de exportación de derivados de petróleo.  Sin embargo, la Ley Nº 17.448 fue sometida a un referéndum popular en diciembre de 2003, como resultado del cual la ley ha quedado sin efecto.

55. El artículo 12 de la Ley Nº 16.753 de 13 de junio de 1996 estipula que ANCAP tiene la facultad de establecer el precio de venta de todos los productos de su competencia, que tienen que ser aprobados por el Poder Ejecutivo.  Entre 2001 y 2005 se dictaron diversos decretos por los cuales el Poder Ejecutivo aprobó precios de venta máximos recomendados por ANCAP para combustibles, disolventes, productos especiales y alcohol carburante.  En diciembre de 2005, la última actualización de precios se efectuó por el Decreto N° 447/005 de 17 de noviembre de 2005.  Además, los derivados del petróleo están sujetos a impuestos internos (IMESI e IVA).

56. ANCAP ha venido celebrando contratos con empresas (nacionales o extranjeras) para realizar la distribución de los combustibles refinados.  Esos contratos debían vencer en diciembre de 2003 pero el Poder Ejecutivo ha autorizado transitoriamente a las empresas distribuidoras a seguir desarrollando sus actividades en tanto se dicta la reglamentación correspondiente.

57. La Ley de Reactivación Económica (Ley N° 17.555 de 18 de septiembre de 2002), autoriza a ANCAP a pagar las importaciones de petróleo crudo con productos que integren la oferta exportadora uruguaya.  El Decreto Nº 458/002 de 27 de noviembre de 2002, establece una preferencia (en igualdad de precio, calidad y condiciones de comercialización) en favor de los proveedores que acepten, en pago total o parcial, la exportación de productos uruguayos.  Las autoridades indicaron que no habido operaciones de este tipo.

58. El Uruguay ha concertado varios acuerdos internacionales relativos al petróleo.  Incluyen el Protocolo sobre cooperación energética con el Paraguay de 10 de noviembre de 1995;  la Declaración de Montevideo sobre PETROSUR con Venezuela, de 2 de marzo de 2005, que permite al Uruguay incorporarse en el acuerdo en vigor entre la Argentina, Bolivia, el Brasil y Venezuela para la creación de una empresa petrolera multiestatal, PETROSUR;  el Acuerdo de Cooperación Energética de Caracas con Venezuela de 2 de marzo de 2005;  el Convenio Integral de Cooperación Energética con Venezuela de 2 de marzo de 2005;  y el Memorando de entendimiento para el establecimiento de una comisión mixta permanente en materia energética y de minería con el Brasil, de 1º de abril de 2005.
  El Uruguay se adhirió a la Secretaría de PETROSUR en agosto de 2005.
59. En agosto de 2005 se firmó un acuerdo entre el Uruguay y Venezuela, por el cual Venezuela se comprometió a suministrar petróleo al Uruguay durante 25 años.  Venezuela convino en suministrar al Uruguay 43.600 barriles por día;  un 75 por ciento de los envíos de petróleo crudo deberán pagarse en 90 días y el resto en 15 años con 2 años de gracia a partir de la fecha de embarque.  Una parte del costo final del crudo venezolano podría canjearse por bienes y servicios uruguayos;  a principios de 2006 la implementación de esta disposición estaba todavía en estudio.  El acuerdo entró en vigor en octubre de 2005.

c)
Gas natural

60. Con el fin de diversificar sus fuentes energéticas, el Uruguay comenzó a importar gas natural en 1998, cuando entró en funcionamiento su primer gasoducto, construido y explotado por ANCAP.  En noviembre de 2002 entró en funcionamiento un segundo gasoducto construido por un consorcio con participación de empresas privadas y ANCAP como socio minoritario (20 por ciento);  existe un tercer gasoducto que, sin embargo, no estaba en funcionamiento a principios de 2006.  Además existen dos empresas concesionarias de la distribución de gas por redes.

61. Los dos gasoductos en operación conectan al Uruguay con la Argentina.  La importación de gas natural aumentó de 23,6 millones de m3 en 1999 a 113,0 millones de m3 en 2004.
  Los principales consumidores de gas natural son el sector industrial, seguido por el sector comercial y de servicios y el sector residencial.
  Las importaciones de gas natural están sujetas a un procedimiento aduanero especial (véase el cuadro III.2).

62. Los precios se fijan por cada empresa, pero están sujetos a la aprobación del MIEM, luego del estudio de la URSEA, y la Dirección Nacional de Energía.  Conforme a la Ley Nº 17.292 (Ley de Urgencia) y el Decreto Nº 216/002, los compradores de gas natural que tienen un consumo mínimo de 5.000 m3 por día o 1,5 millones de m3 por año (grandes usuarios) están autorizados para negociar la compra de gas natural con los comercializadores autorizados o importarlo directamente;  en diciembre de 2005 existían 13 grandes usuarios.

63. En septiembre de 2004, con el fin de compensar la merma de las importaciones procedentes de la Argentina, el Uruguay firmó un acuerdo con Bolivia sobre suministro de gas natural.  El acuerdo prevé un suministro de 150.000 m3 por día desde 2005 y de 2 millones de m3 por día desde 2007, a través de un gasoducto que una a Bolivia con la Argentina y llegue al Uruguay.  Para ello se comenzó a negociar un acuerdo con la Argentina.  Sin embargo, a principios de 2006 estos dos proyectos estaban pendientes. 
4) Otras Manufacturas

a) Características y objetivos de la política

64. Desde el anterior examen de las políticas comerciales del Uruguay, realizado en 1998, la contribución al PIB del sector de las manufacturas (con inclusión de la elaboración de alimentos y de hidrocarburos (véanse las secciones2) y 3)) aumentó del 18,4 al 21,1 por ciento en 2004, después de sufrir una contracción en el período de crisis alcanzando en 2001 su nivel más bajo (del 16,3 por ciento).  En términos reales (a precios constantes de 1983), el PIB correspondiente al sector manufacturero disminuyó gradualmente entre 1998 y 2002 antes de empezar a recuperarse en 2003;  pero en 2004 no había alcanzado todavía su nivel de 1998.
  Durante el período de 1999-01, el PIB disminuyó en la mayor parte de los subsectores orientados a la exportación, como el calzado, las prendas de vestir y la industria textil lanera.
  Según la información proporcionada por las autoridades, el porcentaje de la mano de obra empleada en las manufacturas ha ido disminuyendo del 16,8 por ciento en 1998 al 14,0 por ciento en 2004.  
65. Componen principalmente el sector manufacturero uruguayo (en orden decreciente del valor de producción):  alimentos, bebidas y tabaco;  industrias químicas;  textiles, vestimenta y cuero;  papel e imprentas (véase la sección 2) ii));  y productos metálicos, maquinaria y equipo.
  En 2004, las exportaciones de productos manufacturados del Uruguay estaban dominadas por cinco industrias (a nivel de cuatro dígitos de la CIIU):  sobre todo por productos cárnicos;  curtido y adobo de cueros;  hilado, tejido y acabado de textiles;  fabricación de productos de panadería;  y productos lácteos (cuadro AIV.1) (véase también la sección 2)).

66. Desde 1991, las iniciativas de integración regional del MERCOSUR han dado lugar a una reducción de los aranceles en el comercio intrarregional.  Sin embargo, desde 1998 el sector de las manufacturas no parece haberse beneficiado de la liberalización comercial regional:  durante el período en examen, la proporción dirigida al MERCOSUR en las exportaciones de manufacturas del Uruguay (capítulo 3 de la CIIU) ha ido disminuyendo gradualmente, del 55,4 por ciento en 1998 al 28,0 por ciento en 2004.  En cambio, la importación de productos manufacturados ha seguido la tendencia inversa y la proporción correspondiente al MERCOSUR en el total de las importaciones uruguayas de manufacturas aumentó del 43,7 por ciento en 1998 al 51,5 por ciento en 2004.  Según las autoridades, el sector ha sufrido la perdida de la competitividad por el tipo de cambio y de la caída de los mercados de exportación regionales (véase también el capítulo I).
67. La Dirección Nacional de Industria del MIEM está encargada de identificar las oportunidades y obstáculos que repercutan en el desarrollo industrial del Uruguay, asesorar al Poder Ejecutivo en la formulación de la política industrial y ejecutar las acciones de gestión.  Le corresponde, entre otras cosas, promover actividades para mejorar la competitividad y la calidad y administrar los regímenes regulados y medidas contra las prácticas desleales de comercio, incluida su aplicación en casos relacionados con el sector industrial.
68. Los principales objetivos de la política industrial incluyen el aumento del valor agregado nacional en la producción industrial sostenible, orientado a la mejora continua de la eficiencia de los sistemas productivos;  mejora continua de la calidad de los productos, así como del trabajo humano;  aumento del conocimiento nacional a través de la creación de conocimientos científicos, tecnológicos e innovadores;  y aumento del empleo industrial que permita la reducción de la pobreza y mejore la distribución del ingreso. 
b)
Instrumentos de política

69. En 2005, los aranceles NMF aplicados daban un nivel medio de protección del 9,3 por ciento para el sector manufacturero (CIIU 3 menos 31 (elaboración de alimentos)), oscilando los aranceles entre el 0 y el 23 por ciento.  No obstante, muchos subsectores se benefician de una protección superior a la media, como los textiles y prendas de vestir;  cuero y calzado;  productos no agropecuarios;  artículos de deporte;  relojes;  aparatos y accesorios eléctricos de uso doméstico;  y muebles y accesorios (véanse también la sección 2) ii) y los cuadros III.3 y AIV.1).  Además, durante el período en examen se aplicaban derechos de importación específicos a productos textiles y a algunos otros productos industriales.

70. Las importaciones de diversos productos industriales (por ejemplo, productos químicos, medicamentos y equipo médico) están sujetas a requisitos de registro o autorización especial (véase el capítulo III 2) i)).  Rigen procedimientos aduaneros y/o requisitos de documentación especiales en diversos casos, que incluyen textiles y vehículos automóviles (véase el cuadro III.2).  Precios mínimos, llamados "precios mínimos de exportación", se aplicaron hasta 2001 a las importaciones de textiles y prendas de vestir (véase el capítulo III 2) ii)).
  Están sujetos a licencias de importación varios productos, como el calzado, ciertos textiles y ciertos productos químicos (cuadro III.9).  El Uruguay se había reservado el derecho de recurrir al mecanismo de salvaguardia de transición previsto en el Acuerdo sobre los Textiles y el Vestido de la OMC
, aunque nunca recurrió al mismo. 

71. Los productos industriales (tanto nacionales como importados) están gravados por impuestos internos (véase el capítulo III 2) v)).  Se otorgan incentivos fiscales en virtud de diversos regímenes.  Los productos industriales pueden beneficiarse de los regímenes de admisión temporaria y toma de stock, así como de incentivos otorgados por la Ley de Inversiones (véanse los capítulos II 3) y III 2) iv) c)).  Las actividades declaradas "promovidas" con arreglo a la Ley Nº 16.906 de 7 de enero de 1998, también pueden recibir los beneficios fiscales otorgados por la Ley Nº 14.178 (véase el capítulo III 2) iv) c), 3) iv) y 4) iii)).  Las pequeñas y medianas empresas reciben asistencia técnica y capacitación del MIEM a través de su Dirección Nacional de Artesanías, Pequeñas y Medianas Empresas (DINAPYME).
  

72. El Uruguay notificó a la OMC su régimen de promoción de exportaciones de la industria automotriz como medida que contiene subvenciones (véase el capítulo III 3) iv) a)).  El régimen
 procura la reestructuración del sector del automóvil y se aplica para preparar la vigencia del régimen común del MERCOSUR.  Las empresas que exportan vehículos terminados o semiterminados en el Uruguay, o autopartes de origen nacional, pueden beneficiarse de las siguientes concesiones aduaneras:  por cada dólar de los EE.UU. de exportaciones (sobre la base de los valores f.o.b. de las correspondientes declaraciones de aduana) pueden efectuarse importaciones con una rebaja de 13 puntos porcentuales del arancel aplicado a los vehículos nuevos armados en el lugar de origen.  Con el fin de aplicar a este régimen el mismo límite de incorporación de insumos importados que para los regímenes de devolución de impuestos indirectos y de tributos a las exportaciones, en 2004 se decidió otorgar los beneficios únicamente a las exportaciones que contuvieran como máximo un 80 por ciento de insumos importados.
  En 2004, las exportaciones efectuadas al amparo del Régimen de promoción de exportaciones de la industria automotriz alcanzaron un total de 141,6 millones de dólares de los EE.UU.

5) Electricidad

a) Características del sector

73. La contribución del sector electricidad, gas y agua al PIB fue del 4,5 por ciento en 2004, superior al 4,1 por ciento registrado en 2000.  Aunque el sector eléctrico se encuentra liberalizado en lo relativo a la generación y la comercialización mayorista de energía eléctrica, la prestación de la gran mayoría de los servicios en el sector eléctrico continúa siendo realizada, en la práctica, por la Administración Nacional de Usinas y Transmisiones Eléctricas (UTE).  La UTE es responsable por una parte sustancial de la generación junto con la central binacional argentino-uruguaya de Salto Grande, de propiedad de los Gobiernos de Argentina y Uruguay.  La generación privada es marginal y generalmente para autoconsumo.  Recientemente, mediante el Decreto N° 389/005 de 7 de octubre de 2005, el Poder Ejecutivo decidió promover que UTE celebre contratos de abastecimiento de energía eléctrica con pequeños generadores instalados en territorio uruguayo.  En la actualidad no hay inversión extranjera en el sector.  

74. El parque generador uruguayo es esencialmente hidráulico, con un respaldo de centrales térmicas en casos de insuficiencia de la generación hidroeléctrica.  La potencia nominal total instalada en generación era de 2.100 MW en 2004, de los cuales 1.538 MW de potencia nominal hidráulica.  El consumo total de energía eléctrica (generación interna más importaciones) del Uruguay llegó a 8,1 GWh en 2004.  Las ventas totales llegaron a 6,3 GWh.  Entre 2000 y 2003, se produjo una caída de la demanda, la cual se recuperó en 2004 con un crecimiento del 5 por ciento y un estimado del 4-5 por ciento para 2005.  A pesar de la recuperación de la demanda, en los últimos años no se han realizado inversiones en el parque generador uruguayo;  las autoridades estiman que a corto plazo será necesario invertir en infraestructura para hacer frente al incremento en la demanda.

75. El Uruguay está interconectado con los sistemas eléctricos argentino y brasileño y es un importador neto de electricidad de estos países, especialmente de la Argentina.  Las autoridades consideran que la integración eléctrica ha sido un elemento de importancia en el desarrollo del sistema eléctrico, y que el peso de la energía comercializada internacionalmente en proporción al consumo local puede llegar a ser de gran magnitud.
  En este sentido, uno de los objetivos de la política del sector eléctrico en el Uruguay es avanzar en el proceso de integración del Uruguay al mercado eléctrico regional, asegurando el abastecimiento interno.

76. Las tarifas de energía eléctrica de los usuarios del servicio de distribución en el Uruguay son fijadas por el Ejecutivo.  Como en otros países, se hace una diferenciación por modalidad de consumo en la fijación de las tarifas de energía eléctrica.  Los consumidores de más de 250 Kw, suministrados por el distribuidor, pagan una tarifa equivalente a poco más de un tercio de la que pagan los usuarios residenciales, y la mitad del precio promedio ponderado.  Las autoridades indicaron que esto refleja en parte consideraciones de costos.  Un estudio del MIEM muestra que la evolución histórica de las tarifas promedio de energía eléctrica en el Uruguay ha estado en los últimos 15 años por debajo de la del IPC.  Al comparar las tarifas eléctricas uruguayas con las de otros países de América Latina, el mismo estudio muestra que las tarifas del Uruguay se encuentran en el entorno de la media para el segmento residencial;  las tarifas en el segmento comercial se encuentran por debajo de las de otros países, como el Brasil, Ecuador y el Perú;  y las tarifas industriales son en promedio inferiores a las del Brasil, Chile y Ecuador.

b)
Marco legal

77. El marco legal para el sector de electricidad en el Uruguay está conformado por el Decreto-Ley N° 14.694 de 1° de septiembre de 1977 (Ley Nacional de Electricidad) y el Decreto-Ley N° 15.031 de 4 de julio de 1980 (Ley Orgánica de la Administración Nacional de Usinas y Trasmisiones Eléctricas), con las modificaciones introducidas por la Ley N° 16.211 de 1° de octubre de 1991 (Ley de Empresas Públicas), y la Ley N° 16.832 de 17 de junio de 1997 (Ley de Marco Regulatorio del Sector Eléctrico).  Asimismo, debe tenerse presente la Ley N° 17.598 de 13 de diciembre de 2002, por la que se creó la URSEA.  El marco legal fue reglamentado por los Decretos N° 276/002 (Reglamento General), N° 277/002 (Reglamento de Distribución), N° 278/002 (Reglamento de Transmisión), del 28 de junio de 2002 respectivamente, y el Decreto N° 360/002 de 11 de septiembre de 2002 (Reglamento del Mercado Mayorista de Energía Eléctrica) y por normas posteriores que han realizado modificaciones parciales.

78. El Decreto N° 276/002, en consonancia con lo establecido en el Art. 1 de la Ley N° 16.832, destaca el carácter de servicio público de las actividades de transmisión, transformación y distribución de energía eléctrica realizadas en forma regular y permanente y destinadas total o parcialmente a terceros.  Estas actividades pueden ser cumplidas por la UTE o en régimen de concesión.  Las actividades de generación, importación, exportación y comercialización de energía eléctrica son consideradas como actividades que "no constituyen servicio público", y por lo tanto están liberalizadas.  El Decreto N° 276/002, asimismo, explicita la separación de los roles de fijación de políticas, de regulación y empresarial del Estado, y fija como objetivo el abastecimiento confiable de la demanda al mínimo costo, con factibilidad ambiental y viabilidad financiera.

79. La UTE fue creada por la Ley N° 4.273 de 21 de octubre de 1912, rigiéndose además por la Ley N° 14.235 de 25 de julio de 1974, así como por la Ley Orgánica de UTE N° 15.031 de 4 de julio de 1980.  La UTE es una persona estatal de derecho público organizada como ente autónomo.  

80. La Ley Nº 17.598 de 13 de diciembre de 2002 creó la Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua (URSEA) para regular y controlar las actividades referidas a la generación de energía eléctrica, en el marco de lo dispuesto en la Ley N° 16.832, de 17 de junio de 1997.  La URSEA también se ocupa de regular las actividades referidas a hidrocarburos y agua y saneamiento, y es responsable de la prevención de conductas anticompetitivas y de abuso de posición dominante en el sector eléctrico, según lo dispuesto por las Leyes N° 17.243 de 30 de junio de 2000, y N° 17.296 de 21 de febrero de 2001, respectivamente en materia de defensa de la competencia (capítulo III 4) ii)).  

81. La Ley de Marco Regulatorio del Sector Eléctrico (Ley N° 16.832 de 17 de junio de 1997), produjo un cambio significativo en el sector, al separar las actividades de regulación de las empresariales y crear un mercado eléctrico uruguayo:  el Mercado Mayorista de Energía Eléctrica (MMEE).  Asimismo, dicha ley consagró la libertad de generación per se y de comercialización en el mercado mayorista, al dejar la misma de tener carácter de servicio público, así como el derecho de acceso a las redes de transmisión y distribución, siempre que se cumplan ciertos requisitos técnicos.  

82. A raíz de la dación de la Ley de Marco Regulatorio del Sector Eléctrico, la UTE puede concluir contratos con empresas públicas y privadas, nacionales o extranjeras, para generar, transformar, transmitir, distribuir, exportar e importar energía eléctrica.  El ingreso de nueva generación conectada al Sistema Interconectado Nacional (SIN) requiere autorización del Poder Ejecutivo, en virtud de procedimiento tramitado ante el MIEM.  De utilizarse recursos hidráulicos de dominio público, se requerirá también una concesión de uso de aguas.  La legislación uruguaya no hace diferencia alguna entre tipos de inversionistas (Estado, privados nacionales o extranjeros) para la generación.
83. El Reglamento del Mercado Mayorista de Energía Eléctrica N° 360/002 de 11 de septiembre de 2002, entró en vigor en marzo de 2004.  Las autoridades indicaron que, a febrero de 2006, se estaba procediendo con la implementación del MMEE.  En el MMEE se comercializará energía eléctrica y potencia firme para garantía de suministro.  La Ley de Marco Regulatorio del Sector Eléctrico creó la Administración del Mercado Eléctrico (ADME), persona pública no estatal, a quien se le asignó el despacho técnico del Sistema Interconectado Nacional (SIN) y la administración del MMEE.  La ADME es también responsable de programar la generación de las empresas autorizadas por el MIEM para ejercer esta actividad.  

84. El Despacho Nacional de Cargas (DNC), creado por el Decreto-Ley N° 14.694 de 1° de septiembre de 1977, cuya operación y administración está legalmente asignada a la ADME, tiene como cometido el despacho técnico del SIN y el despacho económico para las transacciones de energía y potencia.  Toda la generación e importación está sujeta a la programación y el despacho del DNC, excepto aquélla proveniente de una central con una capacidad instalada inferior o igual a 5 MW, que es de despacho libre.  

85. La Ley N° 16.832 otorga al Poder Ejecutivo la facultad de fijar las tarifas que pagan por el suministro de energía eléctrica los consumidores regulados (clientes del distribuidor), a propuesta de los distribuidores.  Esta propuesta debe seguir una metodología determinada y recibir el asesoramiento de la URSEA en forma previa a la fijación del nuevo pliego tarifario.  La Ley también adjudica al Poder Ejecutivo la potestad de fijar tarifas máximas para cada tipo de actividad de la industria eléctrica, tales como los peajes por el uso de la red de transmisión y el Valor Agregado de Distribución Estándar (VADE) que percibe el distribuidor por brindar ese servicio.  En este caso, el Poder Ejecutivo requiere la opinión previa de la UTE y puede solicitar el asesoramiento de la URSEA.

86. El Decreto N° 277/002 que aprueba el Reglamento de Distribución de Energía Eléctrica, y el Decreto N° 278/002 que aprueba el Reglamento de Transmisión de Energía Eléctrica, establecieron nuevos criterios para la confección de las tarifas, de acuerdo a los principios consagrados en el nuevo marco regulatorio del sector.  Estas disposiciones entrarán en vigencia una vez que el Poder Ejecutivo apruebe la remuneración a reconocer por la labor de distribución y la estructura tarifaria correspondiente, así como la remuneración a percibir por los servicios de transmisión, con los respectivos cargos.

87. El Decreto N° 278/002 de 28 de junio de 2002 aprobó el Reglamento de Transmisión de Energía Eléctrica.  Dicho Reglamento establece que la ADME, a través del DNC, tenga responsabilidad por las decisiones operativas o sobre el uso de la capacidad de transmisión que adopte.  Para que un agente del mercado pueda conectarse al Sistema de Transmisión debe contar en cada conexión con un Convenio de Uso del Sistema de Transmisión.  

88. A febrero de 2006, y desde 1979, las tarifas de energía eléctrica continuaban siendo fijadas de acuerdo a los criterios establecidos en el Decreto N° 339/979, que son los de asegurar a la UTE ingresos que le permitan cubrir sus costos y obtener una utilidad de entre el 6 y el 10 por ciento sobre el activo neto.  En la práctica, a este objetivo se han agregado consideraciones de índole presupuestaria tales como el balance financiero del Estado.
  De acuerdo a lo anterior, las tarifas reflejan los costos contables de la UTE, que realiza integradamente todas las actividades de la industria eléctrica, dos de ellas (transmisión y distribución) en condiciones de monopolio.  No se permiten los subsidios cruzados, debiendo presentarse a la URSEA los resultados económicos de gestión separados para cada una de las actividades realizadas.

6) Servicios

i) Características principales y compromisos multilaterales

89. El sector de los servicios es de gran importancia para la economía uruguaya, representando aproximadamente el 62 por ciento del PIB a precios corrientes en 2004.  Este porcentaje se incrementa a alrededor del 70 por ciento si se incluyen el suministro de electricidad, agua y gas, y la construcción.
  Los servicios inmobiliarios y servicios prestados a empresas son el subsector más importante;  su parte dentro del PIB en 2004 fue del 12,2 por ciento, seguido de transportes y comunicaciones y servicios financieros, con un 9,6 y un 9,4 por ciento, respectivamente.  

90. El artículo 12 de la Ley Nº 14.335 de 23 de diciembre de 1974 faculta al Poder Ejecutivo para determinar y regular las actividades de los servicios. 

91. La Lista de compromisos específicos AGCS del Uruguay, negociada en la Ronda Uruguay y en las negociaciones sectoriales subsiguientes, incluye tanto compromisos horizontales que afectan a todos los sectores como compromisos relativos a sectores específicos (cuadro AIV.2).  Los compromisos horizontales que afectan tanto al acceso al mercado como al trato nacional comprenden la presencia de personas naturales que trabajen en el Uruguay en las siguientes categorías:  gerentes, ejecutivos y especialistas.  

92. El Uruguay aceptó compromisos en 6 de los 12 sectores especificados en el AGCS.  Los compromisos relativos a sectores específicos comprenden los servicios prestados a las empresas, los servicios de comunicaciones, los servicios financieros, los servicios de turismo y servicios relacionados con los viajes, los servicios de esparcimiento, culturales y deportivos y los servicios de transporte.
  

93. El Uruguay no participó en las Negociaciones Ampliadas sobre Telecomunicaciones en el marco del AGCS, pero sí en las Negociaciones Ampliadas sobre Servicios Financieros, como resultado de las cuales amplió sus compromisos en esta área (ver infra).
  El Uruguay ratificó el Quinto Protocolo de Servicios Financieros anexo al Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios a través de la Ley N° 17.618 de 10 de enero de 2003, y depositó el correspondiente instrumento de ratificación en la Secretaría de la OMC el 6 de junio de 2003.  

94. El Uruguay ha enumerado sus exenciones al principio del trato de la nación más favorecida (NMF) en el Anexo sobre exenciones de las obligaciones del artículo II del AGCS.  Esas exenciones incluyen medidas horizontales relativas a la libertad de transferir e invertir capital y a las garantías de riesgos no comerciales contenidas en acuerdos bilaterales de promoción y protección de las inversiones, así como medidas específicas relativas al transporte terrestre.

95. En el marco de las negociaciones sobre servicios de la Ronda de Doha, el Uruguay presentó una oferta en marzo de 2005 y una oferta revisada en junio del mismo año.
96. Mediante la Ley N° 17.855 de 20 de diciembre de 2004, el Uruguay ratificó el Protocolo de Montevideo sobre el comercio de servicios dentro del MERCOSUR.  El Protocolo de Montevideo, firmado en 1997, apunta a la liberalización de los servicios en un período de diez años.  El Protocolo entró en vigor el 7 de diciembre de 2005, después de haber sido ratificado por la Argentina, el Brasil y el Uruguay.  De acuerdo con el Protocolo, en el proceso de reglamentación de los sectores de servicios se eximirá a los servicios y a los prestadores de servicios de los demás Estados Partes de restricciones al acceso a mercado y al trato nacional, siempre que se encuentren liberalizados y consignados en las listas de concesiones.  
ii) Telecomunicaciones

a) Características generales y compromisos AGCS

97. El sector de telecomunicaciones representó el 3,6 por ciento del PIB en 2004, comparado con un 3 por ciento en 1998.  A fines de 2004, había alrededor de un millón de líneas telefónicas fijas en el Uruguay, mientras que el número de usuarios de teléfonos celulares proporcionados llegaba a 600.000.
  El número de líneas móviles ha venido creciendo a un ritmo anual del 15 por ciento en el período 2003-05.  La teledensidad total (teléfonos fijos más celulares) fue de un 47 por ciento en 2004.

98. El mercado de las telecomunicaciones en el Uruguay se caracteriza por la presencia de segmentos con distinto grado de competencia.  En el caso de la telefonía de larga distancia internacional y de la telefonía móvil existe una situación de competencia con múltiples operadores.
  En el caso de la telefonía fija urbana y de larga distancia nacional, el Estado sigue ejerciendo un monopolio, a través de la Administración Nacional de Telecomunicaciones (ANTEL).  

99. Aunque la Resolución Nº 1.122 de 27 de septiembre de 1991 permitió la privatización de ANTEL en un 51 por ciento, ésta no se concretizó.  El proyecto de privatización de ANTEL fue rechazado por un referéndum en 1992.  ANTEL es una empresa rentable;  su utilidad neta en 2004 ascendió a 72 millones de dólares de los EE.UU., mientras que su utilidad operativa antes de impuestos y depreciación ascendió a 206,2 millones de dólares de los EE.UU. en el mismo año.  ANTEL ha arrojado utilidades en todos los años del período 2000-04;  sin embargo, éstas se han reducido desde 2001.  Los menores beneficios coinciden con la entrada de nuevos operadores al mercado y se deben principalmente a menores ingresos operativos. 

100. Desde el último examen en 1998, la competencia en ciertos segmentos del sector de las telecomunicaciones ha aumentado.  Aparte de existir competencia en el de la telefonía móvil celular, en febrero de 2001 se habilitó la prestación comercial de servicios de telefonía de larga distancia internacional por terceros diferentes de ANTEL.  Anteriormente, dichos servicios eran prestados en forma monopólica por ANTEL.  En noviembre de 2001, se autorizó el ingreso de nuevos prestadores privados, los que comenzaron sus actividades en 2002.  Desde agosto de 2002, sin embargo, no se conceden nuevas autorizaciones para servicios de telefonía de larga distancia internacional, habiéndose concedido 14 autorizaciones hasta ese momento.  Las autoridades indicaron que las autorizaciones existentes pueden ser transferidas.  En 2005, había 10 empresas ofreciendo servicios de comunicaciones de larga distancia internacional, aunque ANTEL continuaba controlando dos tercios del mercado.

101. Las empresas extranjeras pueden realizar actividades en cualquiera de los sectores abiertos a la participación privada.  En el mercado de la telefonía móvil operaban tres empresas en noviembre de 2005;  ANCEL, una empresa subsidiaria de ANTEL, cuenta con más de la mitad del mercado.

102. Un informe preparado por la URSEC muestra que las tarifas referidas a las comunicaciones internacionales han mostrado una caída notable a partir de la prestación de dicho servicio por parte de operadores privados en 2002, registrándose una reducción de tarifas de hasta el 80 por ciento.  El precio en términos nominales de una comunicación de un minuto (sin impuestos) a los Estados Unidos cayó a 4 pesos en enero de 2005 (17 centavos de dólar de los EE.UU.), una caída del 76 por ciento desde julio de 2001.  El precio de una comunicación de un minuto a la Argentina y al Brasil se redujo en un 62 por ciento en el mismo período.
  La caída de los precios se acompañó de un incremento del tráfico telefónico con el exterior de casi el 50 por ciento entre 2002 y 2005.  El aumento de la competencia también ha llevado a una reducción significativa de las tarifas telefónicas de los servicios móviles y a un aumento del tráfico.  Los precios de las comunicaciones móviles a principios de 2005 eran inferiores en un 28 por ciento, en promedio, a los precios vigentes en julio de 2001.

103. Muy diferente ha sido la situación en el mercado monopólico de telefonía fija.  Las tarifas de la telefonía local se han mantenido estables en términos reales en todo el período 2001-05, mientras que el cargo fijo del abono mensual ha aumentado en más del 35 por ciento, y el precio de las comunicaciones de teléfonos fijos a móviles ha presentado un crecimiento sostenido.
  Sin embargo, el precio de las comunicaciones de larga distancia nacional se redujo significativamente durante el mismo período, principalmente a partir de enero de 2003, debido en parte a la competencia indirecta de la telefonía móvil. 

104. El Uruguay no tiene ningún compromiso relativo a servicios de telecomunicaciones en el marco del AGCS, ya que no incluyó concesiones en su Lista de Compromisos Específicos (cuadro AIV.2) ni participó en las Negociaciones Ampliadas sobre Telecomunicaciones.

b)
Marco regulatorio y legal

105. La responsabilidad por la formulación y conducción de políticas en el sector de las telecomunicaciones recae sobre el Poder Ejecutivo.  La Unidad Reguladora de los Servicios en Comunicaciones (URSEC), establecida por la Ley N° 17.296 de 21 de febrero de 2001, tiene como misión la regulación y el control de las actividades referidas a las telecomunicaciones y de las referidas a la admisión, procesamiento, transporte y distribución de correspondencia realizada por operadores postales.
  Hasta 2001, ANTEL tenía facultades normativas;  actualmente, ANTEL está sometida a la regulación y control de la URSEC.

106. El Poder Ejecutivo tiene la responsabilidad específica de:  aprobar convenios con entidades extranjeras relativos al establecimiento de telecomunicaciones;  autorizar el funcionamiento de estaciones de radiodifusión;  autorizar genéricamente la asignación de frecuencias por parte de la URSEC para servicios diferentes a los de radiodifusión por la modalidad de subasta u otro procedimiento competitivo;  habilitar genéricamente la prestación de determinados servicios de telecomunicaciones por particulares;  y fijar los precios que deberán abonar los concesionarios por la utilización o aprovechamiento de frecuencias radioeléctricas. 

107. La URSEC es responsable de asesorar al Poder Ejecutivo en la formulación, instrumentación y aplicación de la política de comunicaciones, así como por velar por el cumplimiento de las normas sectoriales específicas.  También tiene, entre sus funciones, administrar, defender y controlar el espectro radioeléctrico uruguayo, otorgar autorizaciones para el uso de frecuencias del espectro radioeléctrico;  controlar la instalación, funcionamiento y calidad;  regularidad y alcance de los servicios de telecomunicaciones;  formular normas para el control técnico y manejo de las telecomunicaciones, así como controlar su implementación;  fijar reglas y patrones industriales que aseguren la compatibilidad, interconexión e interoperabilidad de las redes;  proteger los derechos de usuarios y consumidores;  determinar técnicamente las tarifas y precios;  y promover la solución arbitral de las diferencias entre agentes del mercado.

108. No hay una Ley General de Telecomunicaciones en el Uruguay.  Los principales instrumentos legales que regulan el sector incluyen:  la Ley N° 17.296 de 21 de febrero de 2001, que establece la URSEC como órgano desconcentrado del Poder Ejecutivo;  la Ley N°16.303 de 14 de setiembre de 1992, de Aprobación de Constitución, Convenio y Protocolo de la UIT;  la Ley N° 15.262 de 20 de abril de 1982 (Acuerdo INTELSAT);  la Ley N° 14.235 de 23 de julio de 1974, por lo que se crea ANTEL;  la Ley N° 14.670 de 23 de junio de 1977, de Radiodifusión;  la Ley N° 13.569 de 26 de octubre de 1966, de Radioaficionados;  la Ley N° 17.524 de 5 de agosto de 2002, de Servicio de Telefonía Celular Terrestre:  Derogación de los artículos 612 y 613 de la Ley Nº 17.296;  la Ley N° 17.909, de 15 de octubre de 2005 (De limitación para el otorgamiento de autorizaciones de uso de frecuencias radioeléctricas para radiodifusión durante un período que cubre las elecciones nacionales);  el Decreto N° 115/05 de 9 de mayo de 2005 (Competencias del Poder Ejecutivo en materia de Comunicaciones y Telecomunicaciones);  el Decreto N° 206/002 de 11 de junio de 2002 (Código de Ética del Regulador);  el Decreto N° 442/001, de 13 de noviembre de 2001 (Reglamento de Interconexión y Sistema Multiprestador de Larga Distancia Internacional);  el Decreto N° 114/003 de 25 de marzo de 2003 (Reglamento de Administración y Control del Espectro Radioeléctrico), el Decreto N° 115/003, de 25 de marzo de 2003 (Reglamento de Licencias de Telecomunicaciones);  el Decreto N° 393/002 (Modificaciones al Reglamento de Interconexión Aprobado por Decreto N° 442/001);  y el Decreto N° 423/001 (Autorización Genérica del Uso de Frecuencias Radioeléctricas por Procedimientos Competitivos).

109. Los principios reguladores de la actividad de telecomunicaciones en el Uruguay se encuentran en la Ley Nº 17.296 (arts. 70-97).  Esta ley dejó asentados los principios básicos de la política de comunicaciones del Uruguay, a saber, la extensión y universalización del acceso a los servicios, la promoción de la competencia y el control de las actividades monopólicas, la aplicación de tarifas que reflejen costos económicos, el fomento de la inversión, y la protección de los derechos de los usuarios.

110. La provisión de servicios de telecomunicaciones está sujeta a la Tasa de Control del Marco Regulatorio de Comunicaciones, creada por la Ley N° 17.820 de 7 de septiembre de 2004, que debe ser pagada por quienes presten servicios comerciales de comunicaciones a excepción de las empresas de radiodifusión.  Esta tasa es equivalente al 0,3 por ciento del total de ingresos brutos de la actividad sujeta a control.  Adicionalmente, la Ley N° 17.453 de 28 de febrero de 2002 estableció en forma temporal un Impuesto a las Telecomunicaciones (ITEL), sobre las comunicaciones salientes realizadas mediante la utilización de líneas de teléfonos celulares;  las salientes de larga distancia internacional, y las realizadas desde telefonía fija a teléfonos celulares móviles.  Este impuesto específico, que se calculaba de acuerdo a la cantidad de minutos de la comunicación y al tipo de operación, se aplicó hasta el 31 de octubre de 2004.  A partir del 1° de noviembre de 2004 se eliminó el ITEL que gravaba las comunicaciones salientes de larga distancia internacional;  sin embargo, se mantuvo el ITEL para las comunicaciones con destino a teléfonos celulares móviles.

111. La prestación de servicios de telecomunicaciones a terceros en los casos en que éstos están abiertos a la competencia se efectúa previa concesión de una licencia de parte del Poder Ejecutivo, o en su caso, de la URSEC, según el servicio del que se trate.  La instalación de infraestructura no requiere permiso ni licencia.  La concesión de licencias para actividades de telecomunicaciones está regulada por el Reglamento de Licencias de Telecomunicaciones del 25 de marzo de 2003.  Los titulares de una licencia están prohibidos de limitar el derecho de usuarios a la libre elección, así como de restringir la competencia.  Existen cuatro clases generales de licencias:  a) de telecomunicaciones para operar una red pública y prestar todo tipo de servicios excepto televisión para abonados;  b) de telecomunicaciones usando la red propia o de terceros;  c) de arrendamiento de enlaces, medios y sistemas de telecomunicaciones;  y d) de servicio de televisión para abonados.  No se hace diferencia entre nacionales y extranjeros para la concesión de licencias.  

112. Los requisitos para la obtención de una licencia, excepto en los casos en que se disponga la adjudicación mediante procedimientos competitivos, consisten en la presentación de documentación personal y societaria, información técnica del servicio a brindar y plan de inversión.  Cuando el otorgamiento se realiza a través de procedimientos competitivos, los requisitos serán los que se establezcan en el pliego de bases y condiciones respectivo.  No hay requisitos relativos al servicio universal ni prohibición expresa del uso de sistemas call back. 

113. Las licencias deben ser solicitadas a la URSEC.  En la solicitud deben especificarse los servicios específicos a brindar y equipos a utilizar, así como también los enlaces, medios o sistemas que se requerirán, en su caso, a otros operadores.  La solicitud debe estar además acompañada de un plan técnico y un cronograma para los dos primeros años, así como de una indicación del área de cobertura y de prestación de los servicios, y del programa y cronograma de inversiones a efectuar para los dos primeros años.  Las licencias pueden transferirse o cederse, previa autorización del Poder Ejecutivo o de la URSEC, según corresponda.  La URSEC está habilitada para revocar licencias e imponer sanciones.  

114. El artículo 613 de la Ley N° 17.296 de 21 de febrero de 2001, estableció el soporte legal para las autorizaciones para prestar el servicio de larga distancia internacional.  El artículo establece que:  "La prestación comercial de servicios de telefonía de larga distancia internacional por terceros requerirá autorización del Poder Ejecutivo, que la concederá mediante procedimientos que aseguren la igualdad entre los interesados".  Ello permitió la concesión de las 14 autorizaciones antes mencionadas, de las cuales 10 se encontraban en explotación a principios de 2006.  Sin embargo, los artículos 612 y 613 de la Ley N° 17.296 fueron posteriormente derogados, según lo dispuesto por la Ley N° 17.524 de 5 de agosto de 2002, derogándose así también la posibilidad de otorgar nuevas autorizaciones para prestar servicios de telefonía de larga distancia internacional.

115. La reventa de servicios de telecomunicaciones puede realizarse sólo previa inscripción en el Registro de Revendedores de Servicios de Telecomunicaciones de la URSEC.  Los revendedores no tienen derecho a interconexión y son considerados como usuarios finales de las redes públicas de telecomunicaciones.  Cualquier operador que reciba una licencia de telecomunicaciones Clase A está obligado a dar acceso a su red a otros operadores.  Los precios de interconexión se establecen libremente, a través de convenios de interconexión suscritos entre los operadores.  Estos convenios deben ampararse en las regulaciones contenidas en el Decreto N° 442/001 de 13 de noviembre de 2001 (Reglamento de Interconexión y Sistema Multiprestador de Larga Distancia Internacional), modificado por el Decreto N° 393/002 de 16 de octubre de 2002.  Adicionalmente, la URSEC publica valores referenciales que operan como valores máximos para los servicios de interconexión que se detallan en la publicación.  En caso de desacuerdo entre las partes, la URSEC interviene, teniendo la facultad de determinar los precios de interconexión si el desacuerdo persiste.  A febrero de 2006, no se habían presentado casos de divergencia por los que se hubiera solicitado la intervención de la URSEC.

116. Las tarifas de los servicios de telecomunicaciones son fijadas libremente por los operadores, sin participación de la URSEC, a excepción de las tarifas de telefonía básica (comunicaciones locales y de larga distancia nacional), las cuales requieren aprobación del Poder Ejecutivo.  La Ley dispone solamente que estas tarifas deban determinarse sobre la base del costo de los servicios.  La URSEC determina técnicamente las tarifas mensuales por utilización de frecuencias radioeléctricas, las cuales son aprobadas por el Poder Ejecutivo, así como las tasas por concepto de licencias y certificados, en todos los servicios de telecomunicaciones.  La última actualización data de diciembre de 2005.

iii) Servicios financieros

a) Características generales y compromisos AGCS

117. A pesar de los efectos de la crisis de 2002, el sector de servicios financieros continúa siendo uno de los principales contribuyentes al PIB:  en 2004 representó el 9,4 por ciento del PIB total, comparado con un 10,2 por ciento en 2000.

118. El sector de servicios financieros en el Uruguay comprende las empresas de intermediación financiera, las compañías de seguros y los participantes en el mercado de valores.  Las empresas de intermediación financiera comprenden:  bancos, cooperativas de intermediación financiera, casas financieras, instituciones financieras externas, administradores de consorcios y bancos de inversión.  Las instituciones financieras externas (banca off-shore) operan exclusivamente fuera del Uruguay con no residentes en el Uruguay. 

119. El Uruguay participó en las negociaciones ampliadas sobre servicios financieros en el marco del AGCS, presentando una oferta que incluye los subsectores de seguros y banca.  Dentro de sus lista de compromisos AGCS, el Uruguay inscribió el requisito de que una autorización para operar en el sector podrá ser denegada por motivos cautelares, entre ellos las condiciones en que se encuentra el mercado (ver también las secciones iii) b) y iii) d) infra).  

b)
Bancos y otras instituciones de intermediación financiera

Características generales

120. A noviembre de 2005, en el sistema de intermediación financiera del Uruguay había 15 bancos (2 estatales y 13 privados, incluyendo uno cuyas acciones son de propiedad del Estado y se encuentra en proceso de privatización), 4 cooperativas de intermediación financiera (de las cuales una operaba en igualdad de condiciones que los bancos comerciales), 6 casas financieras y 6 instituciones financieras externas.  El número de bancos se ha reducido sustancialmente como consecuencia de la crisis financiera de 2002.  
121. La mayor parte del sistema financiero, en términos de número de instituciones está en manos privadas;  no así en lo relativo a su participación en los activos:  a junio de 2005, los bancos públicos controlaban el 53 por ciento de lo activos.
  De los 13 bancos operando a junio de 2005 sólo el NBC era de capital nacional.  Los bancos establecidos en forma de sucursales de bancos del exterior representaban, a junio de 2005, el 45 por ciento de los activos de las instituciones privadas (equivalente al 21 por ciento del total de activos).
 
122. El sector bancario público comprende el Banco de la República Oriental del Uruguay (BROU) y el Banco Hipotecario del Uruguay (BHU).  El BROU, principal banco estatal del país, funciona como banco comercial del Estado y también como banco comercial y de desarrollo para las actividades industriales y agropecuarias;  a junio de 2005, sus activos representaba un 41 por ciento del total de activos del sistema bancario.  El Banco Hipotecario del Uruguay (BHU), que es el banco estatal de crédito hipotecario, concede préstamos para la construcción o adquisición de viviendas, aunque no tiene el monopolio para la concesión de dichos préstamos.  

123. Luego de un período de acelerado crecimiento del crédito y de los depósitos, una crisis del sector financiero uruguayo empezó a gestarse a fines de 2001 agravada por las medidas tomadas para congelar los depósitos en la Argentina.  Esto tuvo una influencia sobre el sistema bancario uruguayo por "temor de contagio" y contribuyó a una corrida bancaria en enero de 2002 en el Uruguay.  Nuevas corridas bancarias entre marzo y junio desencadenaron una crisis financiera y llevaron a una intervención de parte del Banco Central de una serie de bancos incluyendo el Banco Galicia, el Banco Montevideo y la Caja Obrera, los cuales fueron posteriormente liquidados (ver también el capítulo I).  En agosto de 2002 el Parlamento aprobó la Ley de Fortalecimiento del Sistema Bancario, se reprogramaron los depósitos en el BROU yen el BHU y se adoptó una política de respaldo a depósitos transaccionales en bancos públicos y suspendidos.  En total, se estima que la crisis financiera implicó la caída del 45 por ciento (unos 6.245 millones de dólares de los EE.UU.) de los depósitos del sistema bancario uruguayo entre febrero y setiembre de 2002.
  

124. A mediados de 2005, el sistema bancario se había recuperado parcialmente de la crisis pero tanto los niveles en dólares de los EE.UU. de los depósitos como de los créditos eran, en junio de 2005, aún inferiores a los niveles de 1998.  El nivel de morosidad (participación de los créditos vencidos en el total de créditos brutos de los créditos) ha venido descendiendo y en junio de 2005 se ubicó en el 7 por ciento.  El sistema bancario en su conjunto reportó ganancias por 81 millones de dólares de los EE.UU. en 2004, y por 101 millones en los primeros seis meses de 2005.  A junio de 2005, los bancos públicos uruguayos mostraban una relación patrimonio-activo del 8 por ciento, mientras que el conjunto de las instituciones privadas mostraba un ratio cercano al 10 por ciento.
  La disminución de los créditos vencidos ha resultado en un aumento del indicador de cobertura de éstos.  Una característica del sistema financiero uruguayo que no ha sido alterada por la crisis del 2002 es el alto grado de dolarización de los depósitos:  a junio de 2005, un 90 por ciento de los depósitos continuaban siendo en moneda extranjera, de los cuales un 70 por ciento del total eran depósitos de residentes y un 20 por ciento de no residentes. 

125. Al irse robusteciendo el sistema bancario, las tasas de interés han venido cayendo.  La tasa promedio pagada por depósitos a plazo fijo en dólares por parte del sistema bancario durante el segundo trimestre de 2005 fue del 1,3 por ciento, inferior a tasas internacionales similares como la LIBOR a seis meses (3,8 por ciento).  La tasa activa en dólares promedio cobrada por el sistema bancario durante el segundo trimestre de 2005 se ubicó en el 7 por ciento.  Las tasas pasivas y activas en pesos también han venido cayendo sensiblemente pero las tasas reales se han mantenido a niveles elevados (casi el 27 por ciento a junio de 2005).  Los altos gastos de funcionamiento así como la aún relativa fragilidad del sistema bancario se reflejan en el amplio margen que existe entre los tipos de interés de los depósitos y los de los préstamos, especialmente en el caso de las operaciones en moneda nacional.
Marco normativo 

126. La actividad financiera en el Uruguay está regulada por la Ley N° 15.322 de 17 de septiembre de 1982 (Ley de Intermediación Financiera) y sus enmiendas.  El Banco Central del Uruguay (BCU) establecido en 1967, regula el sistema de intermediación financiera, de mercado de valores y de seguros y asesora al Poder Ejecutivo respecto a la aprobación o suspensión de licencias bancarias.  La supervisión del sistema de intermediación financiera la hace el BCU a través de la Superintendencia de Instituciones de Intermediación Financiera (SIIF).  La SIIF ha adoptado las normas básicas de suficiencia de capital establecidas por el Comité de Supervisión Bancaria de Basilea, y exige que la relación entre el capital total y el activo ponderado en función del riesgo sea equivalente al 8 por ciento.  

127. Tradicionalmente, el Uruguay ha tenido un sistema financiero liberal en que las transacciones han podido llevarse a cabo en moneda nacional o en divisas, y esa situación no ha cambiado;  no existen restricciones a los movimientos de capital y se observa de forma estricta el secreto bancario, el que puede ser relevado, sin embargo, por decisión de la justicia criminal o de familia.  Sin embargo, desde el último examen del Uruguay en 1998, las facultades de supervisón de la SIIF se han incrementado, y las normas de aplicación se han adecuado en función de la experiencia recogida de la crisis financiera de 2002.  Por ejemplo, se han establecido límites a la exposición de crédito por país y por tipo de deudor.

128. Para el suministro de servicios financieros se requiere la autorización previa del Poder Ejecutivo que actúa asesorado por el BCU.  Asimismo, para poder instalarse deben contar con la habilitación otorgada por el BCU.  En ambos casos, se deben tener en cuenta razones de legalidad, de oportunidad y de conveniencia, "apreciando especialmente la solvencia, rectitud y aptitud de la empresa solicitante".
  Los bancos que deseen instalarse en el Uruguay deben organizarse como sociedades anónimas uruguayas que tenga acciones nominativas o como sucursales de bancos extranjeros, siempre que sus estatutos no prohíban a los ciudadanos uruguayos formar parte de la gerencia o cualquier otro cargo en la institución dentro del territorio del Uruguay.  La presencia comercial de los bancos está sujeta a un límite cuantitativo:  el número de autorizaciones para el funcionamiento de nuevos bancos no puede superar anualmente el 10 por ciento de los existentes el año inmediatamente anterior.  Esta disposición no afecta a las demás empresas de intermediación financiera.
  

129. El marco legal de las instituciones de intermediación financiera fue modificado a raíz de la crisis financiera de 2002.  La Ley Nº 17.523 de 6 de agosto de 2002 (Ley de Fortalecimiento del Sistema Bancario), contiene normas para la reprogramación de pago de depósitos a plazo fijo por determinados bancos públicos.  La Ley creó un Fondo de Estabilidad del Sistema Bancario, de 1.500 millones de dólares de los EE.UU., con la finalidad de proporcionar los recursos necesarios para garantizar el cumplimiento de los depósitos de los ahorristas del sector no financiero en moneda extranjera existentes al 30 de julio de 2002 en el BROU y el BHU, tanto en cuenta corriente como en caja de ahorros.  Las sumas fueron suministradas a estos bancos en carácter de préstamo.  La Ley dispuso además la prórroga legal de los vencimientos de los depósitos a plazo fijo en moneda extranjera en estos bancos, por un año para el 25 por ciento de las sumas depositadas, dos años para el 35 por ciento y tres años para el restante 40 por ciento, a partir de sus respectivos vencimientos.  

130. La Ley de Fortalecimiento del Sistema Bancario también autorizó al BCU a efectuar pagos a los ahorristas de los depósitos en cuenta corriente y caja de ahorro en moneda extranjera en bancos privados intervenidos, a cuenta del Fondo de Estabilidad del Sistema Bancario, y por un monto máximo de 420 millones de dólares de los EE.UU. 

131. La Ley Nº 17.513 de 30 de junio de 2002 autorizó al Poder Ejecutivo a capitalizar el (BHU), hasta en 550 millones de dólares de los EE.UU., por la vía de la subrogación de su deuda con el BCU.  La Ley Nº 17.596 de 13 de diciembre de 2002 (Ley de Regulación del Banco Hipotecario del Uruguay), redefinió las funciones del BHU y dispuso que sólo pudiera captar depósitos del público mediante el sistema de ahorro previo.  La Ley también fijó un límite a las nuevas operaciones de crédito hipotecario de riesgo directo y contingente del BHU.  Se dispuso además que, en un plazo máximo de 15 años contados a partir de la fecha de vigencia de la Ley Nº 17.596, el BHU cancelara mediante pago, todas las obligaciones asumidas por la emisión de títulos, bonos de crédito, obligaciones o valores transferibles.  La Ley facultó al Poder Ejecutivo a constituir un Fondo Nacional de Vivienda, con el 1 por ciento de los recursos provenientes de la recaudación del Impuesto a las Retribuciones Personales (IRP), para garantizar los créditos concedidos por el BHU a los segmentos socioeconómicos bajos y medios bajos de la población.  El total asegurado no puede superar el 20 por ciento de la cartera de créditos. 

132. La Ley N° 17.613 de 27 de diciembre de 2002 (Ley de Reestructura del Sistema Financiero) introdujo normas para el fortalecimiento de la supervisión del sistema financiero.  Dicha Ley extendió la potestad normativa y de supervisión del BCU para, por ejemplo, normar y supervisar las entidades de intermediación financiera que integren un grupo económico con otras empresas.  Asimismo, dicha Ley también extendió la supervisión del BCU a las empresas que prestan servicios a entidades controladas por el BCU.  La Ley de Bancos también le concedió poderes más amplios al BCU para solicitar de las entidades de intermediación financiera modificaciones en la estructura y composición de su capital accionario, y estableció condiciones más estrictas para el mantenimiento de un encaje mínimo obligatorio sobre los depósitos, con el fin de proteger la liquidez de las instituciones financieras.
  

133. También a través de esta Ley se creó una Superintendencia de Protección del Ahorro Bancario, como dependencia desconcentrada del BCU.  El objetivo de la Superintendencia es garantizar el reintegro de los depósitos en bancos y cooperativas de intermediación financiera, a través de la administración del Fondo de Garantía de Depósitos, creado también por dicha Ley.  Este fondo garantiza los depósitos de cualquier naturaleza constituidos por personas físicas o jurídicas del sector no financiero, efectuados en las empresas de intermediación financiera y está constituido principalmente con el aporte de bancos y cooperativas de intermediación financiera.
  El Decreto Nº 103/005 de 7 de marzo de 2005, reglamentó el Fondo de Garantía de Depósitos y estableció las bases para el funcionamiento de la Superintendencia, decidiéndose que ésta estuviera a cargo de la entidad técnica denominada Comisión de Protección del Ahorro Bancario, constituida de tres miembros nombrados por el BCU.  El Fondo garantiza hasta la suma de 5.000 dólares de los EE.UU. para depósitos en moneda extranjera y hasta el equivalente a 250.000 Unidades Indexadas (UI, unos 15.000 dólares de los EE.UU.) por persona e institución.
  Para facilitar la conformación inicial del Fondo, se decidió que el Estado adelantara en carácter de capital preferente a la Superintendencia la suma de 20 millones de dólares de los EE.UU., y 40 millones de dólares de los EE.UU. en carácter de préstamo.  En agosto de 2005, el BCU integró la Comisión de Protección al Ahorro Bancario, como primer paso para la constitución de la Superintendencia.  Los aportes de los bancos empezaron a tener vigencia a partir del 1° de septiembre de 2005.
  Tanto la Superintendencia como el Fondo empezaron a funcionar en la segunda mitad de 2005.

134. Las actividades de las instituciones financieras externas (IFEs) o banca offshore, están reguladas por el Decreto Nº 381/989 del 16 de agosto de 1989, o Decreto Reglamentario del artículo 4 del Decreto-Ley N° 15.322 y sus modificaciones, contenidas en los Decretos N° 189/994 de 3 de mayo de 1994, N° 246/994 de 31 de mayo de 1994, y N° 227/2002 de 18 de junio de 2002, respectivamente.  Las IFEs deben constituirse como sociedades anónimas y pueden conducir operaciones de intermediación o mediación financiera, inmobiliarias o comerciales, por su cuenta o por cuenta de terceros, siempre que se realicen fuera del Uruguay.  La sede de las empresas de intermediación financiera externa debe estar en el Uruguay.  Las IFEs pueden recibir depósitos a la vista y en cuenta corriente, en moneda extranjera, pero sólo de no residentes;  están sometidas al control del BCU de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 4 del Decreto-Ley N° 15.322 y están exentas de impuestos.  

135. En lo relativo a los servicios bancarios y otros servicios financieros, dentro de sus compromisos AGCS el Uruguay consolidó los servicios de depósito de grandes cantidades, los otros servicios bancarios de depósito, los servicios financieros de arrendamiento con opción a compra, los servicios de préstamos personales a plazo, y los servicios de tarjetas de crédito, sin limitaciones en cuanto a los modos 1 y 2 de suministro para el acceso al mercado, pero sujetos al requisito de establecimiento de una sociedad anónima con acciones nominativas o de la sucursal de un banco extranjero con respecto al modo 3.  También se inscribieron limitaciones cuantitativas al número de bancos.

c)
Mercado de valores

136. A noviembre de 2005, el mercado de valores en el Uruguay estaba compuesto por dos bolsas de valores (la Bolsa Electrónica de Valores del Uruguay S.A. y la Bolsa de Valores de Montevideo);  74 corredores de bolsa;  17 agentes de valores;  6 fiduciarios financieros;  8 fiduciarios generales;  14 administradoras de fondos de inversión (de las cuales seis se encontraban en liquidación);  y 7 calificadoras de riesgo (cuatro locales y tres internacionales).  Otros participantes en el mercado de valores, incluían 13 emisores de acciones, 27 emisores de obligaciones negociables, 16 emisores de certificados de depósitos, en su mayoría bancos, y 5 emisores de otros valores.
  Los instrumentos negociados son acciones, certificados de depósitos, fideicomisos de la deuda pública, obligaciones negociables, y valores públicos.  

137. El monto negociado en las bolsas uruguayas en los primeros nueve meses de 2005 ascendió a 1.671,5 millones de dólares de los EE.UU.
  La mayor parte del movimiento bursátil es en certificados de depósito y títulos del sector público.  El movimiento de acciones representa menos del 1 por ciento del total de la operativa bursátil.  La mayor parte de fondos de inversión se encuentra en liquidación o inactivos.  

138. El BCU, a través de la División de Mercado de Valores y Control de AFAP (Administradoras de Fondos de Ahorro Previsional), es la entidad reguladora y supervisora del mercado de valores local.  El mercado de valores en el Uruguay está regulado por la Ley Nº 16.749 de 12 de junio de 1996 (Ley de Mercado de Valores y Obligaciones Negociables), los Decretos Nº 344/96 y 146/997, la Ley Nº 16.774 de 7 de octubre de 1996 (Ley de Fondos de Inversión);  la Ley N° 17.202 de 1° de octubre de 1999 (Ley de Securitización);  y la Ley N° 17.703 de 27 de octubre de 2003 (Ley de Fideicomiso).
  Además de las leyes y decretos, las normas que rigen la regulación del mercado de valores son las resoluciones del BCU que se publicitan a través de circulares y comunicaciones numeradas.  Las circulares se recopilan en la Recopilación de Normas de Mercado de Valores (R.N.M.V.).

139. La Ley Nº 16.749 dispone que sólo puede hacerse oferta pública de valores cuando éstos y su emisor hayan sido inscritos en el Registro de Valores del BCU.  La Ley contiene también disposiciones sobre las bolsas de valores, las cuales deben adoptar la forma jurídica de asociación civil o de sociedad anónima por acciones nominativas, y requieren autorización del BCU para funcionar.  Sin embargo, la Ley dispone explícitamente que esta autorización no será exigida a la Bolsa de Valores de Montevideo y a la Bolsa Electrónica de Valores del Uruguay, bastando el registro en estos casos.  La Ley dispone que las bolsas de valores se autorregulen y dicten las normas necesarias para las operaciones bursátiles y la actividad de los corredores de bolsa.  

140. El Decreto N° 344/96 reglamenta la oferta pública, las características del Registro de Valores, los aspectos relativos a la publicidad, y el funcionamiento de las bolsas de valores e intermediarios de valores.  El Decreto N° 146/997 reglamenta el funcionamiento de las calificadoras de riesgo.  La Comunicación BCU N° 93/61 de 31 de mayo de 1993, modificada por la Comunicación BCU N° 95/15 de 20 de febrero de 1995, contiene el Reglamento de control de funcionamiento de las bolsas de valores.  

141. La Ley Nº 16.774 de 7 de octubre de 1996 regula las actividades de las sociedades que administran fondos de inversión.  Las sociedades administradoras de Fondos de Inversión deben constituirse como sociedades anónimas, por acciones nominativas o escriturales y tener por objeto exclusivo la administración de dichos fondos, y requieren la autorización del BCU.  La Ley de Securitización modificó ciertas disposiciones de la Ley Nº 16.774, para permitir la constitución de fondos de inversión cerrados cuyo objeto específico de inversión consista en conjuntos homogéneos o análogos de derechos de crédito, con garantías hipotecarias, cuya titularidad se transmita a favor del fondo.  Las sociedades administradoras de fondos de inversión están exoneradas del pago del Impuesto a los Activos de las Empresas Bancarias, así como del Impuesto a las Comisiones.  La Ley de Securitización regula también los contratos de factoraje (factoring).

142. El BCU participa en organismos que promueven la mayor transparencia en los mercados;  es miembro titular de la IOSCO (International Organization of Securities Commissions) y del COSRA (Council of Securities Regulators of the Americas).  

d)
Seguros

Características generales

143. A diciembre de 2005, operaban en el mercado de seguros uruguayo la empresa estatal Banco de Seguros del Estado y 14 entidades privadas, con diferentes áreas de actividades, y la mayor parte de ellas subsidiarias de empresas extranjeras.  Tres de las empresas proveedoras de seguros en el Uruguay estaban especializadas en la concesión de seguros de vida, y cuatro en la actividad aseguradora de vehículos y transporte, mientras que el resto proporcionaba una gama más amplia de seguros;  tres empresas proporcionaban seguros de vida y generales.

144. El volumen de operaciones en el mercado de seguros en 2004 alcanzó un nivel de 7.023 millones de pesos (unos 292 millones de dólares de los EE.UU.), 3,2 por ciento por encima del nivel registrado en 2003 en términos reales.
  Los seguros generales representaron un 65,8 por ciento del total de la producción de seguros directos, en tanto que el 13,4 por ciento correspondió a seguros de vida no previsionales;  el 4,5 por ciento a seguros de vida previsionales;  y el 16,3 por ciento a accidentes de trabajo.  Dentro de los seguros generales se destaca la participación de la rama de vehículos automotores y remolcados con un 50 por ciento (32,9 por ciento del total de seguros directos en 2004).  

145. Las primas de seguros directos como porcentaje del PIB alcanzaron un valor del 2 por ciento en 2004.  La prima directa per cápita en 2004 fue de 81 dólares de los EE.UU.  El patrimonio neto total del mercado al 31 de diciembre de 2004 alcanzó 3.540 millones de pesos (147,5 millones de dólares de los EE.UU.), mientras que el valor de activos los ascendió a 14.131 millones de pesos (589 millones de dólares de los EE.UU.), de los cuales el 68 por ciento corresponde a activos financieros, fundamentalmente valores emitidos por el Estado uruguayo y colocaciones en instituciones de intermediación financiera.  Las reservas técnicas representaron 2,25 veces el patrimonio neto.

Marco normativo

146. El Poder Ejecutivo, asesorado por el BCU y por una Comisión Honoraria, establece el marco normativo general y las políticas en el área de seguros.  La Comisión Honoraria, integrada por representantes del MEF, el BCU, el Banco de Seguros del Estado, y el sector privado, está encargada además de proponer al Poder Ejecutivo textos legales o reglamentarios sobre el régimen jurídico de control estatal sobre el Banco de Seguros del Estado, las compañías privadas de seguros y reaseguros y las personas que ejerzan actividad de intermediación en la materia, y sobre el régimen jurídico de los contratos de seguros y del de reaseguros.

147. La Superintendencia de Seguros y Reaseguros (SSR), creada en 1994 por la Ley N° 16.426 de 14 de octubre de 1993, es el órgano regulador y supervisor en el área de seguros.  La SSR, que depende del BCU, pero tiene autonomía técnica, se ocupa, entre otras cosas, de supervisar a las compañías de seguros públicas y privadas.  Corresponde a la SSR, por ley, dictar normas y definir procedimientos en los siguientes aspectos:  trámites de habilitación de empresas autorizadas por el Poder Ejecutivo;  autorización de apertura de dependencias de empresas privadas ya instaladas;  normas de prudencia tendientes a preservar y mantener la solvencia de las empresas;  normas técnicas en materia de capitales mínimos, margen de solvencia, reservas técnicas e inversiones;  normas contables, procedimientos de fiscalización, régimen informativo y publicación periódica de información;  normas relativas a fusión, absorción y transformación de entidades aseguradoras;  control de la actividad de intermediación;  y régimen procesal de sanciones.
 

148. El mercado de seguros del Uruguay está regulado por varias leyes, entre las cuales las principales son:  la Ley Nº 16.426 de 14 de octubre de 1993 (Ley de Desmonopolización de Seguros y Reaseguros);  la Ley N° 16.851 de 15 de julio de 1997;  y el Decreto N° 530/93 de 25 de noviembre de 1993, y su modificación contenida en el Decreto N° 354/94 de 17 de agosto de 1994, que constituyen el Reglamento de la Ley de Desmonopolización de Seguros y Reaseguros.

149. La Ley N° 16.426 de 14 de octubre de 1993 (Ley de Desmonopolización de Seguros y Reaseguros), puso fin al monopolio estatal de los seguros vigente, ejercido a través del Banco de Seguros del Estado (BSE), amparado en la Ley N° 3.935 de 27 de diciembre de 1911.  La Ley N° 16.426 y sus posteriores modificaciones, en particular la Ley N° 17.296 de 21 de febrero de 2001, declararon libre la elección de las empresas aseguradoras para la celebración de contratos de seguros sobre todos los riesgos, a excepción de los relativos a accidentes de trabajo y enfermedades profesionales a que se refiere la Ley N° 16.074 de 10 de octubre de 1989, los que sólo podrán celebrarse con el BSE.  

150. Todos los modelos de pólizas de seguros deben registrarse en la SSR en forma previa a su comercialización.  La fijación de primas es libre en todos los seguros, salvo en el caso de la renta vitalicia previsional, donde existen primas máximas. 

151. El Reglamento de la Ley de Desmonopolización de Seguros y Reaseguros dispone que las empresas aseguradoras y reaseguradoras deban establecerse en el Uruguay como sociedades anónimas con acciones nominativas.  Cualquier actividad de seguros y reaseguros requiere, sin embargo, de una aprobación previa del Poder Ejecutivo, con el asesoramiento de la SSR, y de una habilitación para ejercer actividades de seguros y reaseguros de parte de la Superintendencia.  Existe la posibilidad de actuar tanto en seguros generales como en seguros de vida.  No existen límites a la participación extranjera en compañías nuevas o existentes, siempre que se constituyan como sociedades anónimas;  no se permite el establecimiento de sucursales u oficinas de representación de empresas de seguros extranjeras para realizar actividades de seguros en el Uruguay.  

152. La contratación de seguros que contemplen riesgos que puedan acaecer en el territorio del Uruguay sólo puede ser efectuada a través de las empresas instaladas en el país.  La Ley N° 16.426 y la Ley N° 16.851 de 15 de julio de 1997 establecen como excepción el deber de asegurar con empresas instaladas en el Uruguay los seguros relativos al transporte y comercio internacionales, en lo concerniente a la mercadería transportada.  Adicionalmente, el inciso final de la Ley de Desmonopolización, en la redacción dada por el artículo N° 269 de la Ley N° 17.296 de 21 de febrero de 2001, consagra que, con excepción de los buques mercantes y toda construcción flotante, autopropulsada o no, de carácter civil de bandera nacional, todos los demás vehículos o medios utilizados para el transporte de personas o bienes de matrícula o bandera uruguaya, sólo podrán asegurarse en empresas instaladas y autorizadas.  La excepción no comprende a las unidades que integran la flota pesquera.  

153. Para la contratación de reaseguros pasivos por parte de aseguradoras uruguayas, el régimen es libre, es decir, no se requiere la instalación en el país;  para computar el reaseguro a efectos de relaciones técnicas las reaseguradoras se deben registrar sujetas a determinados requisitos.
154. Se contempla la posibilidad de establecer empresas de seguros externas (offshore), que desarrollen su actividad exclusivamente respecto a riesgos o personas no radicadas en el Uruguay;  estas empresas recibirán el mismo tratamiento fiscal previsto para las instituciones financieras externas.  En la práctica, no existen compañías de seguros externas.

155. Las primas de seguro están exoneradas del IVA en el caso de que cubran riesgos de muerte, vejez, invalidez, enfermedades y lesiones personales.  Sin embargo, a efectos de financiar el Servicio Nacional de Sangre, se aplica un impuesto de hasta el 2 por ciento sobre las primas de seguros o capitalización, en las transacciones que se realicen en el territorio del Uruguay.

156. El artículo 558 de la Ley N° 17.296 de 21 de febrero de 2001 modificó el Impuesto a los Ingresos de las Entidades Aseguradoras, que recae sobre los ingresos brutos percibidos por las entidades públicas o privadas que desarrollen actividad aseguradora, sobre sus operaciones en el Uruguay o con personas residentes en el país.  El monto imponible es la contraprestación correspondiente a los servicios de cobertura, con excepción del IVA y del impuesto destinado al Servicio Nacional de Sangre (ver infra), excepto para los seguros de vehículos de transporte aéreo o marítimo, que es el 10 por ciento de esta cantidad y para los reaseguros que es de hasta el 40 por ciento.  Las tasas del impuesto, para los seguros o reaseguros, varían entre el 0,5 por ciento para seguros de vida y el 15 por ciento para incendio.  Están exoneradas de este impuesto las operaciones de seguros o reaseguros agrícolas, de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales y los seguros de créditos a la exportación, así como los ingresos derivados de operaciones de reaseguros activas realizadas por entidades aseguradoras autorizadas y habilitadas a operar en el país y las primas de los seguros previsionales.  Al BSE se le concedió una reducción temporal del 66 por ciento de las alícuotas en 2001 y del 33 por ciento en 2002.  

157. El SSR realiza el control de la solvencia de las empresas de seguros.  Se exige la acreditación de un capital básico para poder funcionar que varía según el número de ramas en que se opere, y que se reajusta trimestralmente por la variación operada en el Índice de Precios al Consumo.  En el caso de una empresa que tiene actividad en todas las ramas, al 30 de septiembre de 2005 dicho importe ascendía aproximadamente a 53 millones de pesos (2,2 millones de dólares de los EE.UU.), mientras que el mínimo para actuar en una única rama era de 14,6 millones de pesos (unos 610.000 dólares de los EE.UU.).  El SSR ha implementado además un sistema de márgenes de solvencia.
  

158. El SSR regula además la constitución de reservas técnicas, y las inversiones admitidas, las cuales deben responder a los criterios de rentabilidad, liquidez y seguridad, y a estos efectos se han estipulado normas de valuación y diversificación de los activos que componen el portafolio de inversión, contenidas en la Recopilación de Normas de Seguros y Reaseguros del BCU.  Las empresas de seguros generales y de vida no provisionales pueden invertir en valores emitidos por el Estado uruguayo, por el BHU, o por empresas públicas o privadas que coticen en algún mercado formal,  mantener depósitos en instituciones de intermediación financiera instaladas en el país, adquirir cuotapartes de fondos de inversión, créditos de seguros, valores inmobiliarios en el Uruguay, o valores extranjeros calificados como mínimo investment grade internacional por calificadoras de riesgo reconocidas internacionalmente.  Las empresas de seguros de vida previsionales no pueden invertir en valores extranjeros, ni en inmuebles;  los límites por tipo inversión son, por lo general, más bajos.
  Los activos admitidos y límites de diversificación para los seguros de vida previsionales son idénticos a aquéllos admitidos para el resto del sistema previsional.

159. En relación a empresas de reaseguros la normativa presenta solamente diferencias en relación al capital básico que al 30 de septiembre de 2005 era de 145,7 millones de pesos (6,1 millones de dólares de los EE.UU.), independientemente de la cantidad y tipo de ramas de seguros en que reasegure.  Existen un conjunto de normas de contratación de reaseguros con empresas no instaladas en el país o a través de corredores de seguros.  En ambas modalidades se exige el cumplimiento de una serie de condiciones y un control previo de la SSR en cuanto a los requisitos mínimos de solvencia a efectos de lograr la inclusión en el registro de la SSR.  Las empresas reaseguradoras no instaladas en el país deben acreditar en el último ejercicio un patrimonio superior a 30 millones de dólares de los EE.UU.  

160. Dentro de sus compromisos AGCS, el Uruguay incluyó limitaciones con respecto a seguros de vehículos motorizados;  seguros de transporte marítimo, aéreo y de otro tipo de transporte;  y seguros de fletes.  No se consolidaron compromisos con respecto a otros tipos de seguros, por ejemplo, seguros de vida.  En general, la provisión de servicios de seguros a través de los modos 1 (suministro transfronterizo), 2 (consumo en el extranjero) y 4 (presencia de personas físicas) se dejó sin consolidar en lo relativo a acceso al mercado, mientras que la presencia comercial se consolidó, pero sujeta al requisito de organización como sociedades anónimas uruguayas.  El trato nacional para los proveedores de seguros fue consolidado para las modalidades de suministro 1, 2 y 3 (presencia comercial).  Los servicios actuariales y de consultores en seguros y pensiones, fueron consolidados sin limitaciones, excepto las relativas a la presencia de personas físicas.

iv) Transporte aéreo y aeropuertos

a) Características generales

161. Hay un total de 64 aeropuertos en el Uruguay, de los cuales 15 cuentan con pistas pavimentadas.  Tres de ellos son aeropuertos comerciales, a saber, Carrasco, Canelones y Punta del Este.  El principal aeropuerto es el Aeropuerto Internacional de Carrasco, en Montevideo.  En 2005, este aeropuerto fue utilizado por un total de 1,1 millones de pasajeros, tanto en vuelos internacionales, como nacionales, lo que representó un 80 por ciento del total de pasajeros que utilizó los aeropuertos uruguayos en 2005, correspondiendo alrededor de la mitad de estos pasajeros al puente aéreo Montevideo-Buenos Aires.  

162. A noviembre de 2005, 15 compañías de transporte aéreo nacional e internacional operaban regularmente en Uruguay;  además cinco compañías cargueras, tanto uruguayas como extranjeras, operaban desde el Aeropuerto Internacional de Carrasco y 42 empresas prestaban servicios conectados con el transporte aéreo en alguno de los aeropuertos del país.
  PLUNA es la línea aérea nacional.  

b)
Servicios de transporte aéreo

163. La política pública para el sector del transporte aéreo la establece el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Defensa Nacional.  El Ministerio de Defensa Nacional integra, junto con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas y otros entes públicos, la Comisión de Política Aeronáutica de Transporte, que tiene la responsabilidad de asesorar al Poder Ejecutivo en la formulación y aplicación de la política nacional de transporte aéreo.  El Decreto Nº 21/999 de 26 de enero de 1999 establece que la Dirección Nacional de Aviación Civil e Infraestructura Aeronáutica (DINACIA) es la autoridad aeronáutica a que se refieren el Código Aeronáutico (ver infra), y reglamenta su organización y funcionamiento.  La DINACIA que es parte del Ministerio de Defensa Nacional tiene como función la supervisión de todos los aspectos normativos del sector de aviación civil, en particular analizar y proponer políticas para el sector, administrar y mantener los servicios de tránsito aéreo (incluyendo los sistemas de seguridad del sistema aéreo), y coordinar los planes nacionales e internacionales con las demás agencias del Estado.  

164. No se han producido mayores cambios en la legislación que regula el transporte aéreo desde 1998.  Las principales disposiciones relacionadas con el transporte aéreo y los servicios vinculados directa o indirectamente con la utilización de aeronaves públicas y privadas en el Uruguay están contenidas en el Código Aeronáutico (Decreto Ley N° 14.305 de 29 de noviembre de 1974).
  El Código Aeronáutico declara de interés nacional la circulación aérea y el transporte de personas.

165. La inscripción de una aeronave en el Registro Nacional de Aeronaves (Registro General del Parque Aeronáutico Nacional) confiere a dicha aeronave la nacionalidad uruguaya y le permite operar como tal.  Los propietarios de aeronaves, para solicitar la matriculación de las mismas, deben estar domiciliados en el Uruguay;  en caso de un condominio, la condición de domicilio debe verificarse respecto del 51 por ciento de los copropietarios cuyos derechos superen el 51 por ciento del valor de la aeronave. 

166. Los servicios aéreos internos (de cabotaje) están reservados para empresas nacionales.  Las empresas nacionales, definidas como aquéllas constituidas en el Uruguay con al menos un 51 por ciento del capital en manos de nacionales uruguayos, sólo pueden operar naves de matrícula uruguaya, salvo algunas excepciones.  En las aeronaves uruguayas sólo pueden ejercer funciones los ciudadanos uruguayos, salvo disposición expresa en contrario de la autoridad competente.  A menos que el Estado los explote directamente, los servicios aéreos internos de transporte regular de pasajeros, correo y carga deben ser realizados mediante concesión y los no regulares mediante autorización.  El plazo de la concesión se determina de acuerdo con la importancia económica del servicio, la cuantía de la inversión inicial y las ulteriores inversiones que sean necesarias para su desarrollo y mejoramiento, tomando en cuenta, además, los beneficios que el servicio represente para el interés nacional.  Las autoridades indicaron que se está considerando una reforma del Código Aeronáutico, particularmente en lo referente al cabotaje y al transporte interno de pasajeros, que podría resultar en la apertura de estos mercados a proveedores del exterior.

167. Las empresas que realicen servicios de transporte internacional están sujetas al régimen de concesión o autorización, según determine en cada caso el Poder Ejecutivo.  En el caso de las empresas extranjeras, la autorización se sitúa dentro del marco de los convenios internacionales suscritos por el Uruguay.  Además, deben establecer un agente en el Uruguay, establecer domicilio a todos los efectos legales en el Uruguay, y someterse expresamente a la jurisdicción uruguaya.  Cuando se trate de servicios públicos de transporte internacional, la autorización que se otorgue a empresas extranjeras debe contener al menos iguales obligaciones que las impuestas a las empresas nacionales que presten similares servicios.

168. Todos los acuerdos de colaboración, conexión, consolidación o fusión de servicios, entre empresas, deben someterse a la aprobación de la DINACIA.  Si ésta no formula objeciones dentro de los 90 días, el acuerdo se considera aprobado.

169. El Código Aeronáutico permite el arrendamiento de aeronaves, tanto equipadas y tripuladas, como sin tripulación.  También se permite el fletamento.  El contrato de arrendamiento o fletamento debe inscribirse en el Registro Nacional de Aeronaves.  

170. El Uruguay participa en varios acuerdos y convenios internacionales de servicios de transporte aéreo, entre otros el Convenio de Chicago de 1944.  El Protocolo relativo a una enmienda al artículo 56 del Convenio sobre Aviación Civil Internacional firmado en Montreal el 6 de octubre de 1989, ratificado por el Uruguay en 1992, entró en vigor en 2005.  La Ley N° 17.093 de 28 de mayo de 1999 ratificó el Acuerdo sobre Servicios Aéreos Subregionales (Acuerdo de Fortaleza) entre los países miembros del MERCOSUR, Bolivia, Chile y el Perú.  El mismo tiene por objetivo permitir la realización de nuevos servicios aéreos subregionales regulares, en rutas no efectivamente operadas en el mercado de los acuerdos bilaterales.  
171. El Uruguay tiene acuerdos bilaterales de transporte aéreo, con:  Alemania, las Antillas Neerlandesas, la Argentina, Austria, Bolivia, el Brasil, Chile, Colombia, Cuba, España, los Estados Unidos, la Federación de Rusia, Francia, Israel, Jordania, Marruecos, los Países Bajos, Panamá, el Paraguay, el Perú, Portugal, el Reino Unido, Rumania, Suiza, Venezuela, y con Suecia, Noruega y Dinamarca.  En octubre de 2004, el Uruguay suscribió un acuerdo de cielos abiertos con los Estados Unidos;  el Uruguay tiene también un acuerdo de cielos abiertos con Panamá.
c)
Aeropuertos y servicios auxiliares

172. La propiedad de los aeropuertos en el Uruguay está en manos del Estado.  La administración de aeródromos y aeropuertos, excepto los militares, así como su supervisión recae sobre la Unidad de Control de Gestión Integral de Aeropuertos y Concesiones Aeroportuarias de la DINACIA.  Sin embargo, la ley permite que la administración de los aeropuertos se entregue en concesión, como ha sucedido con los Aeropuertos de Montevideo y Punta del Este.

173. La explotación de toda actividad comercial aérea, incluso el establecimiento de una agencia o representación comercial para la venta de pasajes, requiere concesión o autorización.  El personal técnico aeronáutico debe obtener una patente de capacidad y licencia para el ejercicio de su profesión.  Las patentes de capacidad y licencias otorgadas en el extranjero tienen validez en el Uruguay previa revalidación.  No se imponen limitaciones a la participación privada nacional o extranjera en la provisión de servicios auxiliares como los de mantenimiento, los cuales pueden contratarse en el extranjero.  El acceso al mercado sin restricciones y el trato nacional se aplica a todos los servicios auxiliares, excepto los de navegación, que son prerrogativa del Estado.
174. Los precios de los servicios y prestaciones vinculados al uso de aeropuertos públicos son aprobados por el Poder Ejecutivo, asesorado por la Unidad de Control de Gestión Integral de Aeropuertos y Concesiones Aeroportuarias de la DINACIA.  Los regímenes de determinación de precios están contenidos en el Anexo "F" "Cuadro de Precios" del Régimen de Gestión Integral, aprobado por el Decreto N° 376/002 de 28 de setiembre de 2002, en la redacción dada por el Decreto N° 317/003 de 4 de agosto de 2003.   

175. El Aeropuerto Internacional de Carrasco (Montevideo) fue dado en concesión al consorcio Puerta del Sur en noviembre de 2003.  La empresa Puerta del Sur, consorcio liderado por Aeropuertos Argentinos 2000, con participación de capitales argentinos, italianos y estadounidenses ha contratado a la empresa SEA SpA (Societa per Azioni Esercizi Aeroportuali) como operador aeroportuario del Aeropuerto Internacional de Carrasco.  Puerta del Sur ganó la subasta para administrar el aeropuerto de Carrasco al ofrecer 34 millones de dólares de los EE.UU. más el pago de un canon mínimo anual de 2,5 millones de dólares de los EE.UU., para explotar los servicios aeroportuarios de Carrasco.  Puerta del Sur, se comprometió, además, a realizar inversiones en infraestructura por cerca de 80 millones de de dólares de los EE.UU. y a remodelar el Aeropuerto de Carrasco en cinco años con el objetivo de transformarlo en una de las principales puertas de entrada al MERCOSUR.

176. El Uruguay tiene compromiso en el AGCS con respecto a servicios auxiliares de almacenamiento y depósito para todos los medios de transporte;  no asumió ningún compromiso con respecto al transporte aéreo.  Sus compromisos con respecto a servicios auxiliares quedaron consolidados en cuanto a acceso de mercado y trato nacional para los tres primeros modos de suministro, pero no se consolidaron para el movimiento de personas naturales.
  

v) Transporte marítimo

a) Características generales

177. El Uruguay tiene 10 puertos de administración estatal y dos puertos de administración y explotación privada.  Los grandes puertos públicos de Montevideo (en el Río de la Plata), Colonia (en el Río de la Plata), Nueva Palmira (en el Río Uruguay), Fray Bentos (en el Río Uruguay) y Puerto Sauce (en el Río de la Plata) son administrados por la Administración Nacional de Puertos (ANP), mientras que los demás puertos son administrados directamente por el Ministerio de Transporte y Obras Públicas (MTOP) a través de la Dirección Nacional de Hidrografía (DNH).  Los dos puertos administrados y explotados por privados se ubican en Nueva Palmira (dentro de una zona franca supervisada por el MEF) y Fray Bentos (puerto de M'Bopicua).  El puerto de Montevideo es el principal del país;  el transporte fluvial y marítimo de mercancías por este puerto alcanzó 6 millones de toneladas en 2004, y se realizó en un 90 por ciento a través de los muelles comerciales.

178. Una parte sustancial del tráfico internacional de mercancías se realiza a través de buques de bandera extranjera.  En 2004, la flota mercante uruguaya estaba compuesta de 13 buques privados y uno estatal, de los cuales cinco petroleros, con un tonelaje registrado bruto de 19.700 toneladas.  Se encontraban además en operación 12 embarcaciones de registro uruguayo dedicadas al transporte internacional de pasajeros y vehículos.  
179. La aparición de la competencia comercial en las operaciones portuarias parece haber provocado la mejora de la calidad de la prestación de los servicios y la captación de nuevos tráficos.
  El puerto de Montevideo parece haber aumentado su productividad en relación a otros puertos de la región.  
b)
Marco normativo

180. El MTOP es el responsable de las políticas, la regulación y el control del transporte, fluvial y marítimo, y las actividades portuarias a nivel nacional.  

181. En el Uruguay, las normas de transporte marítimo internacional se basan por lo general en el principio de libertad de navegación marítima, pero hay restricciones para el cabotaje.  Pueden aplicarse preferencias de carga basadas en el principio de reciprocidad, pero a fines del 2005, el Uruguay no aplicaba ninguna preferencia, salvo en el caso del tráfico bilateral con la Argentina (pasajeros) y el Brasil (carga).  La ley permite la aplicación de reservas  de carga en contrapartida a medidas restrictivas en otro país, pero en la práctica esto no se ha utilizado.

182. La Ley Nº 12.091 de Navegación y Comercio de Cabotaje, de 25 de enero de 1954, dispone que la navegación y comercio de cabotaje queden reservados a los buques de bandera nacional uruguaya.
  Los buques que realizan servicios de cabotaje dentro del Uruguay están sujetos a los siguientes requisitos:  a) en el caso de ser propiedad de personas físicas, los buques deben ser propiedad de nacionales del Uruguay y éstos deben estar domiciliados en el Uruguay;  y b) en el caso de ser propiedad de una empresa:  (i) el 51 por ciento de los propietarios de dicha empresa deberán ser nacionales uruguayos;  (ii) el 51 por ciento de las acciones con derecho a voto deberán ser de propiedad de nacionales uruguayos;  y (iii) la empresa deberá estar controlada y dirigida por nacionales uruguayos.  El Poder Ejecutivo puede otorgar excepciones que permiten a buques de terceras banderas realizar servicios de cabotaje cuando no están disponibles buques de bandera nacional.  

183. La Ley Nº 16.387 de 27 de junio de 1993 (Ley de Abanderamiento), dispone que es requisito para enarbolar el pabellón nacional uruguayo, que los buques mercantes hayan sido matriculados en forma definitiva en el Registro Nacional de Buques.  La Ley detalla las condiciones para efectuar esta matrícula.  Existen restricciones de nacionalidad en cuanto a la tripulación de los buques mercantes uruguayos.  En el caso de los buques que operan un tráfico que requiera autorización, la tripulación debe estar integrada por un mínimo del 50 por ciento de ciudadanos naturales o legales uruguayos, incluidos el Capitán, de acuerdo con el artículo 320 de la Ley N° 16.736 de 9 de febrero de 1996.  En los casos en los que no se necesite autorización, sólo deben ser ciudadanos uruguayos el Capitán, el Jefe de Máquinas y el Radio Operador o Comisario.  

184. Los buques mercantes uruguayos gozan de una serie de incentivos tributarios.  El Decreto Ley N° 14.650 de 12 de mayo de 1977 (Ley de Marina Mercante), dispone que la importación de buques con un tonelaje mayor de 1.000 toneladas, así como la importación de buques con un tonelaje menor, pero que no puedan ser construidos en el país en condiciones técnicas o económicas adecuadas, esté exonerada de todo tributo.  Similarmente, los buques de bandera nacional gozan de la exoneración de todo tributo para la importación de partes, equipos, repuestos, combustibles y lubricantes necesarios a su explotación.  Los combustibles y lubricantes sólidos o líquidos que consuman los buques de bandera nacional están exentos del IMESI.  Las empresas navieras con buques mercantes de bandera uruguaya están exoneradas del pago del IRIC, del IVA, y del Impuesto al Patrimonio (PAT).

185. La Ley de Navegación y Comercio de Cabotaje permite que cuando la administración pública licite un servicio de transporte se otorgue un margen de preferencia de un 10 por ciento en el flete.  La Ley N° 17.930 de 19 de diciembre de 2005, habilita al Poder Ejecutivo a reducir hasta el 100 por ciento de todas las tasas y tarifas a la navegación para operaciones de cabotaje puro.  

186. La Ley N° 14.100 de 29 de diciembre de 1972 dispone la creación de un Fondo de Fomento de la Marina Mercante y el Decreto Ley N° 14.650 lo reglamenta.  El Fondo es utilizado para conceder préstamos para la construcción de buques y reparaciones mayores de los mismos;  renovación, transformación y modernización de unidades;  y adquisición de nuevas unidades cuya construcción no se remonte a más de 15 años a la fecha de la solicitud de crédito.  En el período bajo examen se otorgaron tres préstamos bajo este Fondo, por un total de unos 500.000 dólares de los EE.UU.

187. El Uruguay participa de una serie de acuerdos internacionales sobre navegación marítima.  Durante el período bajo examen, el Uruguay ratificó el Convenio Internacional para la Seguridad de la Vida Humana en el Mar (SOLAS), 1974 y lo incorporó en su legislación nacional a través de la Ley N° 17.504 de 25 de junio de 2002.  El Uruguay está incluido en la "Lista Blanca" de la Organización Marítima Internacional.  La Armada Nacional es el órgano de aplicación de los convenios internacionales relacionados con la navegación, la seguridad marítima, la prevención de la contaminación y la salvaguarda de la vida humana en el mar.  El MTOP es el responsable de los acuerdos internacionales de transporte. 

188. El Uruguay también es signatario del Convenio Interamericano para Facilitar el Transporte Acuático Internacional (Convenio de Mar del Plata) de 7 de junio de 1963, y del Acuerdo de Transporte Fluvial por la Hidrovía Paraguay-Paraná, incluyendo los seis protocolos adicionales.  El Uruguay y la Argentina han incorporado, además, al régimen de la Hidrovía un tramo del Río Uruguay a través de un intercambio de Notas Reversales entre ambos países en febrero de 1997.  El Uruguay participa, además, en el Subgrupo de Trabajo N° 5 del MERCOSUR relativo al transporte. 

c)
Servicios portuarios

189. En 1992 se estableció un nuevo marco normativo para la prestación de los servicios portuarios:  la Ley de Nº 16.246, de 8 de abril de 1992 (Ley de Puertos).  La Ley de Puertos señala que la prestación de servicios portuarios eficientes y competitivos constituye un objetivo prioritario para el desarrollo del país y dispone la prestación de servicios portuarios por parte de empresas privadas, las cuales pueden obtener concesiones y permisos para emprender operaciones tales como la carga y descarga, el movimiento de mercancías dentro del puerto, otros servicios de estiba y la utilización de zonas de contenedores.  Los puertos en sí continúan siendo de propiedad estatal. 

190. La normativa que reglamenta los servicios portuarios está incluida en:  el Decreto N° 412/992 de 1° de septiembre de 1992 o Reglamento de la Ley de Puertos Nº 16.246 de 8 de abril de 1992;  el Decreto N° 413/992 de 1° de septiembre de 1992 o Reglamento de Habilitación de Empresas Prestadoras de Servicios Portuarios;  el Decreto N° 105/993 de 2 de marzo de 1993 o de Ampliación al Reglamento de Habilitación de Empresas Prestadoras de Servicios Portuarios;  el Decreto N° 57/994 de 8 de febrero de 1994 o de Régimen General de los Servicios Portuarios;  y el Decreto N° 183/994 de 22 de abril de 1994 o Reglamento de Operaciones Portuarias y de Capitanía de Puerto.

191. La ANP es la autoridad portuaria, responsable de regular, administrar, controlar, vigilar, mantener y desarrollar los puertos bajo su jurisdicción.
  La ANP concede también autorizaciones para la explotación de terminales en sus puertos, pero tales autorizaciones han de ser aprobadas por el Poder Ejecutivo según la Ley Nº 16.246 de 8 de abril de 1992.  Las autorizaciones para suministrar servicios se conceden mediante un procedimiento de licitación pública.  Si los servicios se requieren con urgencia, puede otorgarse directamente una concesión por un período limitado y no prorrogable de seis meses hasta que tenga lugar la licitación pública.  Los proveedores extranjeros también pueden operar en los puertos uruguayos, a condición de que se hayan establecido en el país.

192. El Poder Ejecutivo establece los límites máximos de las tasas cobradas por los proveedores de servicios portuarios y la ANP, previa recomendación de la ANP, pero, dentro de esos límites, las tasas son determinadas por el mercado.  En noviembre de 2005, el Puerto de Montevideo cobraba:  14 centavos de dólar de los EE.UU. por tonelada registrada bruta (TRB) por uso de puerto a los Portacontenedores, Ro-Ro, Reefers, y buques de carga general;  12 centavos a los petroleros, graneleros, buques de cabotaje, cruceros, y otras categorías;  y 10 centavos a los pesqueros y buques de guerra.
  

vi) Turismo

a) Características generales

193. El Uruguay mantiene un saldo comercial positivo en el sector del turismo.  En 2005, los ingresos brutos procedentes del turismo fueron de 540 millones de dólares de los EE.UU., equivalente a un 12 por ciento de las exportaciones de bienes y servicios en este año, mientras que los egresos fueron de 240 millones de dólares de los EE.UU.  El número de turistas que visitaron el Uruguay en 2005 fue de 1,92 millones.  

194. El turismo en el Uruguay continúa caracterizándose por su carácter estacional, concentrado en los meses de verano y en Punta del Este y Montevideo, aunque las autoridades observaron que como consecuencia del fuerte impulso al desarrollo del ecoturismo y el turismo rural se ha podido disminuir el referido grado de estacionalidad.  El turismo en el Uruguay se caracteriza también por su falta de diversificación en cuanto al origen de los visitantes:  casi el 75 por ciento de los turistas proviene de la Argentina, seguido por el Brasil, con un 12 por ciento, Chile y el Paraguay.  Esto explica en gran parte la disminución de presencias turísticas en el Uruguay a raíz de la crisis argentina en 2001.   
b) Marco normativo

195. La entidad encargada por la formulación y la implementación de la política del sector turismo en el Uruguay es el Ministerio de Turismo y Deporte.
  Sin embargo, todo lo relativo a incentivos es responsabilidad del MEF.

196. El Decreto N° 210/001 de 6 de junio de 2001 dispone que todos los hoteles, hosterías, moteles, apart hoteles y afines deban, previo a su funcionamiento estar autorizados e inscritos por el Ministerio de Turismo, previa obtención de una habilitación municipal.  El Decreto también enumera la documentación requerida para la inscripción.

197. Los Decretos N° 385/2003 de 14 de mayo de 2003 y Nº 3/997 de 3 de enero de 1997, disponen el registro de agencias de viajes y sistematizan y actualizan la normativa en materia de agencia de viajes, contenida en el Decreto del Poder Ejecutivo N° 386/994 de 24 de agosto de 1994 y obtener la inscripción en el Registro de Prestaciones de Servicios Turísticos.  Todas las agencias de viajes deben inscribirse en el Registro de Operadores Turísticos.  Las agencias de viajes y turismo y las mayoristas deben estar domiciliadas en el territorio nacional.  Para las agencias de viajes de venta de pasajes y excursiones no hay un requisito de domicilio.  Las agencias de viajes extranjeras pueden prestar servicios en el Uruguay, debiendo cumplir con los requisitos exigidos para las agencias nacionales y además debiendo acreditar que cuentan con autorización vigente para funcionar en el país de origen.  No existen diferencias en el trato entre operadores extranjeros y nacionales para otros servicios, tales como guías de turismo.

198. El sector del turismo puede beneficiarse de los incentivos generales previstos en la Ley N° 16.906 del 7 enero de 1998 (Ley de Inversiones) (capítulo III 4) iii)).  Además, el sector turismo goza de beneficios específicos, contenidos en el Decreto del Poder Ejecutivo Nº 175/003 de 7 de mayo de 2003 y sus modificaciones, contenidas en el Decreto Nº 350/004 de 29 de septiembre de 2004 y el Decreto Nº 262/005 de 5 de septiembre de 2005.  Los operadores extranjeros reciben trato nacional en el otorgamiento de incentivos.  La Ley de Inversiones dispone que para declarar una actividad turística promocional se tome en cuenta su contribución al desarrollo geográfico y turístico de la infraestructura de la zona en que se ubicará el proyecto;  a la satisfacción de carencias específicas en la planta turística de esa zona;  a la generación y captación de demanda turística;  y a la creación de servicios turísticos innovadores.

199. De acuerdo con el Decreto Nº 175/003, los proyectos declarados promovidos de acuerdo a la Ley de Inversiones pueden acogerse a los siguientes beneficios, en forma escalonada, en función del avance constatado en la implementación de la obra y de acuerdo al cronograma aprobado:  a) un crédito por el IVA incluido en las adquisiciones en plaza de bienes y servicios destinados a la construcción, mejora o ampliación, así como a los bienes de activo fijo destinados al equipamiento o renovación del equipamiento del mismo;  b) exoneración del IVA y exoneración del 50 por ciento de todos los demás tributos a las importaciones de bienes cuyo destino sea el anteriormente mencionado;  c) a efectos de la liquidación del IRIC, las inversiones que se realicen en la construcción, mejora o ampliación pueden ser amortizadas en 15 años, mientras que las inversiones en equipamiento pueden ser amortizadas en cinco años;  y d) exención del PAT para las inversiones en infraestructura y obra civil que se realicen en la construcción, mejora o ampliación al cierre del ejercicio en que se iniciaron las obras y los diez siguientes.  Además se otorga la exención del PAT al activo fijo destinado al equipamiento del cierre del ejercicio en que se incorpora el bien y los cuatro siguientes.

200. Para poder beneficiarse de los incentivos, los potenciales beneficiarios deben solicitar su declaración como tales al Ministerio de Turismo.  Para obtener ésta, la empresa debe estar inscrita en el Registro de Operadores Turísticos del Ministerio de Turismo.  El monto imponible para usufructuar estos beneficios, exclusivamente para bienes de activo fijo en equipamiento o renovación del equipamiento, no podrá superar las 99.400 UI (unos 6.200 dólares de los EE.UU.) por habitación o unidad.  

201. En el contexto del AGCS adquirió compromisos en turismo en las áreas de hoteles y restaurantes, servicios de agencias de viajes y organización de viajes en grupo, servicios de guías de turismo, los cuales quedaron consolidados sin limitaciones para los modos 1, 2 y 3 de suministro, tanto en lo relativo a acceso al mercado, como en lo relacionado a trato nacional.

vii) Servicios profesionales

a) Características generales
202. El Uruguay no posee un estatuto legal que reglamente en términos generales el ejercicio de las profesiones.  La regulación del ejercicio profesional se efectúa en el Uruguay mediante la aprobación de planes de estudio que deben cursarse para la obtención del título habilitante y el cumplimiento de diferentes normas legales, que controlan en mayor o menor medida el ejercicio de profesiones específicas.  El proceso de revalidación de títulos profesionales obtenidos en el extranjero se rige por el Reglamento de Revalidación y Reconocimiento de Títulos, Grados Académicos y Certificados de Estudios Extranjeros, aprobado el 3 de abril de 1963, y sus modificaciones.  Los grados académicos, títulos profesionales y certificados de estudio expedidos por instituciones extranjeras pueden ser revalidados o reconocidos por el Consejo Directivo Central de la Universidad de la República.  Para su revalidación, los títulos deben estar acompañados de la documentación específica sobre el currículum seguido (plan de estudios, título, certificado de calificaciones).  Para los ciudadanos de países extranjeros puede requerirse un examen de revalidación;  los ciudadanos uruguayos que hayan obtenido títulos otorgados por universidades extranjeras están exentos del examen de revalidación siempre que los títulos obtenidos merezcan la aprobación de las autoridades universitarias.
  Los títulos o certificados extranjeros deben ser legalizados por el respectivo Cónsul del Uruguay y deben además estar traducidos al español por un traductor oficial.
203. La Convención sobre el Ejercicio de Profesiones Liberales, parte integrante de los Tratados de Montevideo de 1888-89, y suscrita por la Argentina, Bolivia, el Paraguay, el Perú y el Uruguay se encuentra en vigor en el Uruguay.  De acuerdo con esta Convención, las personas que hubiesen obtenido un título o diploma en profesiones liberales en cualquiera de los países signatarios están habilitadas para ejercer dichas profesiones en otro signatario siembre que legalicen el título o diploma.
  En el Protocolo de Montevideo existen disposiciones especiales sobre el comercio de servicios profesionales en el marco del MERCOSUR.  En el artículo 11.2 del Protocolo se prevé que cada Estado Parte se comprometa a alentar a las entidades competentes en sus respectivos territorios a desarrollar normas y criterios mutuamente aceptables para el ejercicio de las actividades y profesiones pertinentes en la esfera de los servicios a través del otorgamiento de licencias, matrículas y certificados.  Las autoridades indicaron que se está trabajando en la implementación de normas inherentes a este artículo.
204. El Uruguay no cuenta con compromisos específicos en el sector de servicios profesionales en el marco del AGCS.  El suministro de servicios a través de la presencia de personas físicas quedó no consolidado en lo relativo tanto a acceso al mercado como trato nacional para todos los sectores incluidos en su lista AGS, excepto para medidas concernientes a la entrada y permanencia temporal de gerentes, ejecutivos, y especialistas.
  
b)
Servicios legales

205. La Ley N° 15.750 de 24 de junio de 1985 (Ley Orgánica de la Judicatura), regula el ejercicio de la profesión de abogado en el Uruguay.  Para ejercer la abogacía en el Uruguay se requiere un título habilitante expedido por la Universidad de la República, tener al menos 21 años de edad y estar inscrito en la matrícula y haber prestado juramento ante la Suprema Corte de Justicia.  Sólo los abogados con título válido para ejercer el derecho en el Uruguay pueden ofrecer servicios legales en el país;  el acceso al mercado uruguayo para los abogados extranjeros requiere reconocimiento del título profesional y registro en el Uruguay.  Existe reválida del título.  Los abogados extranjeros autorizados a ejercer su profesión en su país de origen, pero cuyo título no haya sido revalidado en el Uruguay, pueden establecer en el Uruguay una consultoría o una asociación de consultores en derecho extranjero.  Para que una empresa extranjera pueda abrir un despacho de servicios legales en el Uruguay no es necesaria la asociación con una empresa local.  
206. La Colegiatura no es obligatoria para el ejercicio de la profesión de abogado, así como tampoco para el ejercicio de otra profesión en el Uruguay.  Existe, sin embargo, un Colegio de Abogados del Uruguay (CAU), con sede en Montevideo, además de 23 Colegios de Abogados Departamentales.
207. La Ley N° 1.451 de 1878 regula la profesión de escribano y para ejercer estas profesión en el Uruguay se requiere ciudadanía o naturalización con dos años de ejercicio de esa ciudadanía.  La Suprema Corte tiene la facultad disciplinaria de los abogados y escribanos.
c)
Servicios de contabilidad y auditoría

208. Sólo los contadores con título válido de una universidad uruguaya o revalidados están habilitados para ejercer en el Uruguay.  El acceso al mercado uruguayo para los contadores de formación extranjera requiere acreditación profesional, reválida del título profesional y registro en el Uruguay.  Las empresas de contabilidad extranjeras pueden establecerse y ofrecer servicios en el Uruguay.  La Ley N° 12.802 de 1960 dispone la certificación de los balances por contador publico, y el balance debe seguir las normas contables internacionales. 
209. El Uruguay no mantiene acuerdos de reconocimiento mutuo en materia contable.  Sin embargo, el Uruguay considera importante la armonización de procedimientos contables y reconoce las normas internacionales establecidas por la Federación Internacional de Contadores (IFAC).  CCEAU es el representante del Uruguay ante la Asociación Interamericana de Contabilidad (AIC) organización continental que integra la IFAC.  Desde 2004, las normas de la CNIC (Consejo de Normas Internacionales de Contabilidad) son de aplicación obligatoria, a través de lo dispuesto por el Decreto N° 162/04 del 12 de mayo de 2004. 

210. El Uruguay participa, a través del CCEAU en el Grupo de Integración del MERCOSUR de Contabilidad, Economía y Administración (GIMCEA), fundado en el año 1993.  El GIMCEA tiene como objetivos básicos el inventariar, analizar, comparar y armonizar las normas de ejercicio profesional en el ámbito del MERCOSUR y asesorar a los gobiernos de los países miembros del MERCOSUR, con la finalidad de lograr hacer compatibles las normas profesionales y concretar las metas de integración de la región.
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